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Ordenamiento Jurídico del

Sistema Tributario Venezolano

Contenido Programático.

Tema 1. La Actividad Financiera del Estado.

1.- Noción de Estado, necesidad pública, recursos públicos, servicios públicos, gastos públicos y recursos  públicos.

2.- Definición de Actividad Financiera.

3.- Elementos de la Actividad Financiera.

4.- Objeto e Importancia de la Actividad Financiera.

Tema 2. Derecho Financiero y Tributario.

1.- Definición y contenido del Derecho Financiero.

2.- Definición y contenido del Derecho Tributario.

3.- Diferencia entre ambas nociones.

4.- Autonomía del Derecho Tributario.

5.- Fuentes del Derecho Tributario.

Tema 3. Los Tributos.

1.- Definición.

2.- Características.

3.- Clasificación. 

Tema 4. Bases Constitucionales del Sistema Tributario Venezolano.

1.- Principios Tributarios Fundamentales.

2.- Potestad Tributaria.

Tema 5. Código Orgánico Tributario.

1.- Naturaleza.

2.- Finalidad.

3.- Ámbito de aplicación.

Tema 6. La Obligación Tributaria.

1.- Definición.

2.- Características.

3.- Elementos.

4.- Determinación de la Obligación Tributaria.

5.- Modos de extinción. 

Tema 1. La Actividad Financiera del Estado.

1. Noción de Estado, necesidad pública, servicios públicos, gasto público y recursos públicos.
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El Estado es definido por la doctrina constitucional como la comunidad de personas fijadas en un territorio determinado, legalmente independiente de control externo, y que posee un gobierno organizado (constituido por aquellos órganos que ejercen el poder en el lugar y espacio determinado, como expresión del Estado) que crea y aplica la ley sobre todas las personas y grupos dentro de su jurisdicción.

De modo que el Estado requiere de la concurrencia de tres elementos para su existencia; ellos son: Territorio, población y gobierno. 

Siendo el fin primordial del Estado el logro del bienestar social o el bienestar común, el cual ha de alcanzar a través de la satisfacción de las necesidades públicas; que no son más que aquellas carencias que genera la vida en sociedad y son distintas de las que el individuo tiene en su consideración aislada; las cuáles se denominan necesidades individuales y pueden ser tanto materiales (alimentación, vestido, habitación) como inmateriales (afectivas, intelectuales, morales). 

Las necesidades públicas son aquellas que nacen de la vida colectiva y se satisfacen mediante la actuación del Estado; tales como las necesidades de defenderse recíprocamente, crear normas de convivencia que regulen una interdependencia armoniosa y velar por su acatamiento, así como buscar el medio de resolver las controversias y castigar las infracciones con el mayor grado de justicia.  Estas necesidades públicas reciben el nombre de necesidades públicas absolutas y reúnen las siguientes características: a) son de ineludible satisfacción; b) son de imposible satisfacción por los individuos aisladamente considerados; son las que dan nacimiento al organismo superior llamado Estado y las que justifican su nacimiento.

Pero esas no son las únicas necesidades que nacen de la comunidad organizada, y por ello se habla también de las necesidades públicas relativas, que son aquellas cuya satisfacción es de incumbencia estatal, por cuanto se refieren a la adecuación de la vida comunitaria a los progresos emergentes de la civilización (instrucción, salubridad, asistencia social, trasportes, comunicaciones, etc).  Estas necesidades públicas relativas están vinculadas al progreso y bienestar social, metas por las cuales el Estado debe velar en la medida de sus posibilidades materiales.

En procura de la satisfacción de las necesidades públicas, el Estado (representado por el gobierno) realiza una serie de actividades que reciben el nombre de servicios públicos. En este sentido, si la actuación del Estado busca satisfacer necesidades públicas absolutas, el servicio público es esencial, distinto al caso si la prestación tiene por objeto llenar necesidades públicas relativas.  

Los servicios públicos esenciales son inherentes a la soberanía del Estado, puesto que sólo pueden ser prestados por él en forma exclusiva e indelegable, haciendo uso de todas las facultades emanadas de su poder de mando que como suprema autoridad pública se ejerce sobre quienes están sometidos a él (los ciudadanos).  Por su parte, los servicios públicos no esenciales, tienden a satisfacer necesidades públicas relativas al progreso y bienestar social, no se consideran inherentes a la soberanía, por cuanto para su prestación no es necesaria la intervención directa y exclusiva del Estado.  

Sin embargo, es importante destacar, que los servicios públicos tanto esenciales como no esenciales son prestados por el Estado, pero mientras los primeros sólo pueden ser suministrados por él en forma directa, los restantes servicios públicos pueden ser atendidos, por el Estado en forma indirecta y mediante la intervención de particulares intermediarios o concesionarios con control del Estado.

De este modo, y con el fin  de satisfacer las necesidades públicas mediante la prestación de los servicios públicos correspondientes, el Estado debe efectuar una serie de erogaciones, lo cual supone la existencia de previos ingresos.  

Así, son gastos públicos, las erogaciones o salidas dinerarias que realiza el Estado para cumplir sus fines, consistentes en la satisfacción de necesidades públicas. Mientras que los recursos públicos constituyen los ingresos en la tesorería del Estado.

Esos ingresos a veces se originan en el propio patrimonio del Estado (ej., cuando el ente público arrienda, explota o vende sus propiedades, obtiene ganancias por medio de las empresas, etc).  Pero la mayor parte de los ingresos son obtenidos recurriendo al patrimonio de los particulares en forma coactiva, lo cual nos introduce en el campo de los tributos, que han sido definidos por los tributaristas como las prestaciones en dinero que el Estado exige a los ciudadanos en virtud de una ley, para cubrir los gastos que le demanda el cumplimiento de sus fines.

2. Definición de Actividad Financiera.

Tanto cuando el Estado efectúa gastos públicos como cuando por distintos procedimientos obtiene ingresos públicos provenientes de sus recursos, desarrolla un tipo especial de actividad que se denomina Actividad Financiera.
De acuerdo con Villegas (1992) la actividad financiera se traduce en una serie de entradas y salidas de dinero en la Caja del Estado.  Las entradas de dinero constituyen los ingresos públicos, y las salidas de dinero de la caja pública son los gastos públicos.


El Estado es el único y exclusivo sujeto de la actividad financiera, quien dirige esta actividad hacia la provisión de los recursos necesarios para el logro de los fines propios, que son los fines de los individuos constituidos en unidad y considerados en la serie de generaciones.

La actividad financiera del Estado está integrada por (3) elementos o actividades parciales diferenciadas, a saber: 

1. La previsión de gastos e ingresos futuros materializada generalmente en el presupuesto financiero (Presupuesto Público) 

2. Los ingresos públicos necesarios para hacer frente a las erogaciones presupuestariamente calculadas

3. La aplicación de esos ingresos a los destinos prefijadas, o sea, los gastos públicos.

3. Factores de la Actividad Financiera.

El alcance de la actividad financiera está determinado por la política a seguir por el Estado para el mejor cumplimiento de sus fines, en consecuencia, es el Estado el encargado de procurar el mayor bienestar posible a sus ciudadanos, para ello necesita de medios para satisfacer las necesidades públicas y utilizar los mecanismos idóneos, a tal efecto, necesitará de un ordenamiento jurídico adecuado y acorde a la política estatal, para que puesto en ejecución pueda lograr la captación de recursos. Asimismo requiere tener conocimiento claro de la problemática económica para que con los recursos obtenidos se cumplan sus fines. Es por ello que la actividad financiera envuelve varios aspectos a saber:

3.1. Aspecto Político: La actividad financiera tiene marcados matices políticos, pues es una actividad exclusiva del Estado, cuya ejecución se encuentra en manos de los representantes del Gobierno; así la determinación de los gastos públicos constituye un asunto esencialmente político, por que si bien, la apreciación de las necesidades colectivas es un hecho de sensibilidad social, su satisfacción depende de la orientación política del gobierno.

3.2. Aspecto Social: Está determinado por las necesidades públicas que debe cubrir el Estado, en pro del bienestar social; abarcando tanto las necesidades absolutas como la preservación del orden interno, la defensa de la soberanía y la administración de justicia; como las necesidades relativas relacionadas con educación, cultura, salubridad, protección social, desarrollo económico.

3.3. Aspecto Económico: La actividad financiera lleva consigo un elemento económico, pues  el Estado debe elegir los medios menos onerosos con los cuales obtenga el mayor rendimiento. Además debe precisar la carga impositiva que va a recaer entre las diversas categorías sociales, considerando el peso de tales tributos sobre lasa economías que grava, ya que una baja presión tributaria puede dar lugar a un bajo rendimiento en la imposición, o un ingreso muy alto sea una carga excesiva para el contribuyente.

3.4. Aspecto técnico-jurídico: está conformado por las normas que rigen la materia tributaria, constituyen el grupo de leyes que determinan la potestad tributaria, las obligaciones de los ciudadanos, en fin, establecen los límites y controles que garantizan al ciudadano sus derechos contra los abusos del poder fiscal.

4. Objeto e Importancia de la Actividad Financiera.
La actividad financiera cumple un rol de importancia vital para el funcionamiento del Estado, por que su normal y efectivo desenvolvimiento es condición indispensable para el desarrollo de las actividades   los recursos que requiere para lograr cumplir sus fines, entre ellos el bienestar social;  por ende, la importancia de esta actividad radica en su función instrumental, ya que constituye el medio o la herramienta con la cual cuenta el Estado para la ejecución de sus planes de gobierno. 


Tema 2. Derecho Financiero y Tributario.

1.- Definición y contenido del Derecho Financiero.

Derecho Financiero es el conjunto de normas jurídicas que regulan la actividad financiera del Estado. De modo que, la actividad financiera constituye el objeto de la legislación financiera.

El desenvolvimiento de la actividad financiera requiere de un plan de actuación exteriorizado en forma contable y monetaria (presupuesto), y de otras acciones necesarias para adquirir y emplear los medios económicos para atender las necesidades públicas; además genera una serie de relaciones entre el Estado y otros entes públicos, y entre el primero y los particulares; lo cual hace indispensable la existencia de preceptos normativos reguladores tanto de la estructura de la organización estatal como de cada actividad y relación que nace con motivo de la acción desarrollada. 

En consecuencia, la legislación financiera está integrada por normas tendientes a:

a. La regulación jurídica del presupuesto. El presupuesto es un instrumento legal que calcula y autoriza los gastos y prevé los ingresos para solventarlos, determinando las respectivas atribuciones de los órganos del estado en la gestión financiera.

b. La regulación jurídica de la administración del patrimonio del Estado.

c. La regulación legal de todo lo atinente al crédito público; constituida por aquellas normas jurídicas que regulan las múltiples relaciones que surgen entre el Estado y los prestamistas.

d. El conjunto de normas jurídicas-económicas relacionadas con la moneda (regulación legal de la moneda).

e. La regulación de las relaciones derivadas de la tributación (Derecho Tributario)

2.- Definición y contenido del Derecho Tributario.

El Derecho Tributario es el conjunto de normas jurídicas que regulan los tributos  en sus distintos aspectos. La finalidad del tributo es fiscal, es decir, recaudar fondos para gastos. 

Con relación a su contenido, contiene una gama de normas tendientes a regular:

a. El ejercicio de la Potestad Tributaria del Estado.

b. Los deberes y derechos de los contribuyentes.

c. La función tributaria de recaudación de los entes públicos.

3.- Diferencia entre ambas nociones.

Dentro del contenido de la legislación financiera antes expuesta, es de notar que su ámbito de regulación abarca el aspecto tributario, ello es así por que los tributos constituyen una categoría  de los ingresos públicos, que a su vez constituyen un elemento de la actividad financiera junto con el gasto y el presupuesto público.

En consecuencia, si se considera que los tributos son un aspecto o una porción en el conjunto global que constituye la actividad financiera del Estado, lleva a la inmediata y lógica conclusión que la legislación tributaria es sólo parte de un conjunto de normas y principios que abarcan toda la actividad financiera en su conjunto. Es la legislación tributaria sólo parte de una legislación más amplia: la legislación financiera.
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4.- Autonomía del Derecho Tributario.
El Derecho constituye una unidad, sin embargo se encuentra dividido en ramas que significan especialización didáctica y científica.

Una rama del derecho es autónoma cuando tiene principios, objeto de estudio e instituciones que le son propias.

Existen varias posiciones acerca de la autonomía del Derecho Tributario:

- Es parte del Derecho Financiero; el derecho financiero es una rama del derecho público autónoma, que debe ser estudiado con criterios jurídicos unitarios, y que su parte más importante es el Derecho Tributario.

- Es parte del Derecho Administrativo; es una rama del derecho administrativo por cuanto la administración y el empleo de los ingresos del Estado es una función administrativa que no difiere de las demás actividades públicas del Estado regidas por el derecho administrativo.

- Es un derecho autónomo; por cuanto tiene principios propios y posee instituciones y conceptos también propios.  

Sin embargo, como el derecho es una unidad, es legítimo que en ocasiones el Derecho Tributario adopte conceptos e instituciones de algunas ramas del derecho privado como domicilio, residencia, venta, y del derecho público, lo cual no es indicativo que pierda autonomía.

5.- Fuentes del Derecho Tributario.

Cuando se habla de las fuentes de la legislación tributaria, se alude al origen o proveniencia de las normas jurídico-tributarias, es decir, cuales son los instrumentos jurídicos que regulan la materia tributaria en Venezuela. En este sentido, de conformidad con el Artículo 2 del Código Orgánico Tributario son las siguientes:

1.- Las disposiciones constitucionales.

2.- Los Tratados Internacionales arts 236 num 4 y 187 num 18 CRBV.

3.- Las leyes (Leyes Orgánicas art.203 CRBV; Leyes Ordinarias art.202 y 317 CRBV, leyes estadales y ordenanzas municipales); y actos con fuerza de ley (Decretos-leyes art.236 num.8 CRBV).

4.- Los contratos relativos a la estabilidad jurídica de regímenes de tributos nacionales, estadales y Municipales.

5.- Las reglamentaciones y demás disposiciones de carácter general (Reglamentos art.236 num.10 CRBV; Providencias emanadas del Seniat art.17 Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos)

Los instrumentos legales antes mencionados, guardan un orden jerárquico, donde el grado superior dentro de la jerarquía de las normas lo ocupa la Constitución o Norma Fundamental,  razón por la cual, de ella depende el contenido del resto de las normas jurídicas que ocupan los escalafones inferiores. De modo que, una norma sólo es válida en la medida en que ha sido creada conforme a la norma superior que le antecede en grado, por lo cual existen normas superiores y normas inferiores existiendo subordinación de éstas últimas respecto de las primeras. Por lo tanto, entre las fuentes de la legislación tributaria existe una estructura jerárquica, por cuanto sus normas se distribuyen en diferentes estratos superpuestos. A continuación se definen brevemente cada una de las fuentes antes enunciadas:

5.1. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela:  Es la norma suprema, es el fundamento del ordenamiento jurídico del Estado, por cuanto, su contenido ha de ser desarrollado por las leyes, de allí que la validez de las normas que se encuentran en el plano inferior, dependa de su conformidad con los postulados establecidos en la Constitución. En su contenido se encuentran plasmados los principios fundamentales del Estado: la organización y funciones de los Poderes Públicos,  los derechos y deberes de los ciudadanos.  Su creación le compete al Poder Constituyente.  

Nuestra Carta Magna es un medio generador fundamental de normas tributaria, consagra toda una serie de Principios, que vienen a ser la base de toda la actividad tributaria del Estado, así tenemos que en los artículos 133, 316 y 317 Constitución de 1999, se establecen las bases fundamentales que informan la materia tributaria.

5.2. Tratados, Convenios o Acuerdos Internacionales: Se definen como los acuerdos celebrados entre (2) o más Estados, es decir,  entre los miembros de la comunidad internacional. Es facultad del Presidente de la República la celebración de estos convenios, así lo estipula el artículo 236 numeral 4 de la Constitución Nacional. Y una vez celebrados deben someterse a un proceso de aprobación por parte de la Asamblea Nacional (artículo 187, numeral 18 de la Constitución Nacional), salvo que se trate de las excepciones establecidas en el artículo 154 CRBV.  Una vez aprobados por el Poder Legislativo Nacional, ha de ser ratificado por el Presidente de la República.

Estos convenios son fuentes de la legislación tributaria, fundamentalmente en el área referida al tratamiento de los problemas de doble tributación internacional, ya que dichos problemas pueden ser solucionados únicamente mediante convenciones entre los países.

En cuanto a la jerarquía que ocupan, de conformidad con el artículo 23 de la CRBV, los mismos se ubican debajo de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, salvo que la materia a regular verse sobre los derechos humanos, y establezca normas sobre su goce y ejercicio más favorables que las establecidas en la Constitución de 1999 y en las leyes de la República, caso en el cual, tendrá jerarquía constitucional.

5.3. Leyes Orgánicas: Son aquellos instrumentos jurídicos que desarrollan los preceptos fundamentales de la Constitución Nacional, es decir son aquellas que se dictan para organizar los poderes públicos, regular los derechos constitucionales o para servir de marco normativo a otras leyes. Una ley adquiere el carácter de orgánico bien sea por que así lo ordena la constitución o por decisión de las dos terceras partes de la Asamblea Nacional.  De modo que, cuando se trata de una materia distinta a aquellas que la constitución ordena que debe regularse por ley orgánica, pero que la Asamblea Nacional considera que es una ley marco, dicho cuerpo legislativo deberá someter a votación de los diputados el carácter orgánico de la misma, requiriendo para obtener la calificación de orgánica del voto de las dos terceras partes de los diputados presentes. Asimismo, antes de su promulgación estas leyes calificadas de orgánicas por la Asamblea Nacional, deben ser remitidas a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, para que se pronuncie acerca de la constitucionalidad de su carácter orgánico (artículo 203 CRBV). 

Las disposiciones constitucionales que en materia tributaria se encuentran previstas en la Carta Magna, son desarrolladas por el Código Orgánico Tributario, es una ley con carácter orgánico y se ubica después de la Constitución y de los Tratados Internacionales.

5.4. Leyes Ordinarias: el artículo 202 de la Constitución Nacional establece que “los actos que sancionen la Asamblea Nacional como cuerpo legislador se denominarán leyes”. La ley puede definirse como el producto de los procedimientos establecidos en la Carta Fundamental para crear normas que van a regular una materia determinada. Es decir, son reglas de derecho generales y abstractas establecidas mediante un acto de voluntad o manifestación de voluntad del órgano competente, en este caso el Poder Legislativo. En términos normales su elaboración sigue los siguientes pasos o etapas: Iniciación, Discusión, Sanción, Promulgación y Publicación (este procedimiento se encuentra previsto en nuestra Carta Magna).

En este sentido, el artículo 317 de la Constitución Nacional, establece que todo tributo debe ser creado por una Ley Formal.  Este principio es no sólo aplicable a los tributos nacionales, sino también a los tributos estadales (los cuales deberán ser aprobados por los Consejos Legislativos de los Estados) y a los tributos municipales (los cuales deberán ser aprobados por los Concejos Municipales).  De tal manera que, la Ley tanto nacional, estadal como municipal es la fuente por excelencia del Derecho Tributario.  Es ella la que crea tributos, especificando todos y cada uno de sus elementos y la que concede exenciones y permite el otorgamiento de exoneraciones de los mismos. Equiparables a las leyes ordinarias, en cuanto a jerarquía, se encuentran los decretos-leyes.

Decretos Leyes:  Son los actos legislativos emanados del Poder Ejecutivo; pues aún cuando el Poder Legislativo es el órgano facultado para crear leyes, el Poder Ejecutivo tiene una facultad legislativa de conformidad con el Artículo 236 numeral 8 CRBV, la cual por vía excepcional le cede el Poder Legislativo (Asamblea Nacional), mediante una ley especial a través de la cual la Asamblea Nacional autoriza al Presidente de la República, para que pueda crear una normas jurídicas, dicha ley autorizatoria se denomina Ley Habilitante, definida por la Carta Fundamental en la parte in fine de su articulo 203..  Pero también el Poder Ejecutivo puede dictar decreto-ley en los casos de rompimiento del hilo constitucional.  En ambos casos, esto es una facultad excepcional.

En uso de la habilitación precedentemente apuntada, el Presidente de la República podría dictar medidas que tuviesen incidencia en el área tributaria, por ejemplo: reformar leyes impositivas, crear normas tributarias, establecer exenciones fiscales, conceder exoneraciones tributarias.

5.5. Reglamentos: Se definen como las declaraciones escritas y unilaterales emanadas de las autoridades administrativas, creadoras de reglas de derecho de aplicación general y rango inferior a la ley.  Los dicta el Poder Ejecutivo a través del Presidente de la República (Artículo 236 numeral 10 de la Constitución Nacional).

El objeto del reglamento es tomar más claro, interpretar  el significado de la ley y desarrollar las cuestiones de detalle.  Coadyuvan a la Ley y son normas generales y abstractas a su vez.  Hay que destacar que los reglamentos no pueden en ningún momento alterar el espíritu, propósito y razón de la ley.  En materia tributaria, los Reglamentos constituyen también fuentes jurídicas.  Sin embargo, es importante aclarar que en este campo las normas reglamentarias confrontan una doble limitación, por un lado, aquellos no pueden alterar el espíritu, propósito y razón de las leyes tributarias; por otra parte, los Reglamentos no pueden crear tributos, ello en virtud del Principio de Legalidad Tributaria. Se ubican después de la ley.

5.6. Providencias Administrativas: Es definida por la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos como las decisiones de los órganos de la Administración Pública, que no le corresponda la forma de decreto o de resolución..  En materia tributaria, corresponden a las decisiones emanadas por la Administración Tributaria Nacional, el cual corresponde al SENIAT (Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria).


ORDEN JERÁRQUICO DE LAS FUENTES DE LA LEGISLACIÓN TRIBUTARIA.

1. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Tratados Internacionales sobre derechos humanos en materia tributaria, que establezcan una regulación más favorable que la Carta Magna.

2. Tratados Internacionales.

3. Código Orgánico Tributario. 

4. Leyes Tributarias Especiales.(Ley de Impuesto sobre la Renta, Ley de Impuesto al Débito Bancario, Ley de Impuesto a los Cigarrillos)

5. Reglamentos (Reglamento de la Ley de Impuesto sobre la Renta, Reglamento del IVA)

6. Providencias emanadas del SENIAT

Tema 3. Los Tributos.

1.- Definición. Es una prestación en dinero exigida por el Estado en ejercicio de su poder de imperio a los particulares en virtud de una Ley, para cubrir los gastos que le demanda el cumplimiento de sus fines.

2.- Características.

· Son prestaciones en dinero: lo que significa que sólo es posible pagar un tributo a través de moneda de curso legal, no se permite el pago en servicios personales o en especies (Principio Pecuniario)

·  Es un pago Obligatorio, por cuanto el Estado en ejercicio del poder de imperio:  le exige a los ciudadanos el cumplimiento del deber de colaborar con las cargas públicas, independientemente que quiera o no; en caso de incumplir ello acarrea sanciones.

·  Es creado mediante una ley, pues no hay tributo sin ley que lo establezca (Principio de Legalidad).

·  Su finalidad es cubrir los gastos que demanda el cumplimiento de los fines del Estado, pues  el objetivo del tributo es fiscal, es decir, que su cobro tiene su razón de ser en la necesidad de obtener ingresos para solventar los gastos requeridos para la satisfacción de las necesidades públicas.

3.- Clasificación de los Tributos.

De acuerdo con  la Carta Magna en sus artículos 133 y 317 y el artículo 13 del Código Orgánico Tributario, los tributos se clasifican en:

· Impuestos

· Tasas

· Contribuciones

Sin embargo, existe otra clasificación que permite diferenciar entre tributos vinculados y no vinculados:

· Tributos vinculados son aquellos donde el obligado al pago, recibe una contraprestación por parte del Estado como consecuencia del pago realizado. Las tasas y las contribuciones entran dentro de esta categoría.

· Tributos no vinculados son aquellos que se causan independientemente de cualquier beneficio que pueda recibir el obligado a su pago por parte del Estado, en esta categoría se encuentran los impuestos.

3.1. Los Impuestos. Es una prestación pecuniaria, que el Estado exige en forma coactiva, en virtud de su potestad de imperio, a través de una ley, a las personas o entes, que obtienen beneficios generales o particulares, sin percibir estas personas contraprestación inmediata alguna, tratándose de un ingreso destinado a satisfacer las necesidades públicas y los gastos públicos”. 

Caracteres. 

Además de las características antes descritas, este tributo posee los siguientes caracteres: 

· Es un pago que realiza el contribuyente sin contraprestación inmediata y directa, ya que no recibe ninguna retribución directa por parte del Estado.

· Su destino es satisfacer necesidades públicas, es decir, cubrir los gastos generales.

3.2. Tasas.  Es el pago dinerario que el Estado exige a los particulares en virtud de una ley, por la prestación de un servicio esencial e inherente a éste. Es decir, es la suma de dinero que el Estado le cobra a las personas naturales o jurídicas que se beneficien del goce de un servicio público.  

Por ello, las tasas constituyen un tributo vinculado, pues el contribuyente recibe una contraprestación del Estado (prestación de un servicio) por su pago. Un ejemplo de tasas lo constituyen las tasas administrativas que son pagos que debe efectuar el ciudadano para obtener servicios del Estado relacionados con Identificación, habilitación para alguna actividad (licencias, permiso de cacería, porte de armas). 

Caracteres:  
·  Tiene como presupuesto generador una actividad desplegada por el Estado, pues el pago obligatorio responde a un servicio que el Estado presta.
·  El producto de la recaudación es exclusivamente destinado al servicio respectivo.

3.3. Contribuciones. Son los tributos exigidos a los ciudadanos en razón de beneficios individuales o de grupos sociales derivados de la realización de obras públicas o de actividades especiales del Estado.  

Clasificación: Las contribuciones se clasifican en:

· Contribución por mejoras:  Este tributo se define como un pago de carácter obligatorio exigido por el ente público con ocasión de una obra realizada por él, con fines de utilidad pública (interés general); pero que proporciona ventajas especiales a los particulares propietarios de determinados bienes, generalmente inmuebles (interés particular), que causa jurídicamente su pago. 

En la Contribución por Mejoras, el beneficio de los contribuyentes deriva de obras públicas, tales como por ejemplo: apertura de caminos, desagües, canales, ensanchamiento de calles, entre otros, que al efectuarse por el Estado, pensando en el interés público, igualmente proporcionan con ellas a los propietarios de inmuebles cercanos a  las obras, ventajas concretas, derivadas de la valorización del mismo.

Es decir, en este tipo de tributo los propietarios de bienes inmuebles que se beneficien con la construcción de una obra pública deberán pagar al Estado una suma de dinero como compensación por el beneficio que reciben por la construcción de la obra, coadyuvando de esta forma al pago de parte del costo de la obra.  Así se crea el tributo, en la cual  la obligación tributaria respectiva tiene como hecho generador el beneficio que objetivamente considera el Estado ha obtenido el particular en razón de la ejecución de la obra pública.

Caracteres:

· Es una prestación personal:  la Contribución por Mejoras es de carácter personal de los beneficiarios.

·  La obra pública que genera el pago debe constituir un beneficio para la colectividad, pues el presupuesto de hecho que da origen al pago de la contribución es el beneficio objetivamente presumido por la obra con relación a un inmueble cercano. 

·  El monto del beneficio surge de comparar el valor del inmueble al fin de la obra con el que tenía antes. 

·  Debe existir proporción razonable entre el beneficio obtenido y la contribución exigida.  El pago debe ser proporcional al beneficio recibido.

· Contribuciones Parafiscales: Son exacciones (pagos) obligatorias, establecidas legalmente, creadas por el Estado en ejercicio de su Potestad tributaria, delegando su percepción (recaudación) a determinados organismos del Estado, para que con dichos ingresos, éstos puedan cumplir sus fines especiales, que siempre son de orden social (financiamiento autónomo).

En este sentido, existen casos en los cuales el Estado establece la obligatoriedad para algunos ciudadanos sujetarse a los servicios o beneficios que preste una institución pública (organismo creado por el Estado); la cual percibe recibe directamente las sumas de dinero (contribuciones parafiscales) por parte de los ciudadanos, y los administra para su funcionamiento. En estos casos, el acreedor del tributo no es el Estado, sino un ente creado por él mediante ley; por ello se llaman contribuciones parafiscales, es decir, paralelas al Fisco (Estado), pues son personas jurídicas distintas al Estado, pero que pertenecen a él quien recibe la contribución.

Los ejemplos más típicos de contribuciones especiales existentes en la Legislación tributaria venezolana vienen dado por las cotizaciones que realizan patronos y empleados al Seguro Social Obligatorio.  También son  incluidas las cotizaciones que tanto patronos como trabajadores, cancelan al Instituto Nacional de Cooperación Educativa (INCE). También son ejemplo de este tipo de tributo la matrícula de las universidades públicas, el pago a los colegios profesionales.

 Caracteres:

· No tienen figuración específica en el Presupuesto del Estado, no concurre este ingreso en el Tesoro Nacional, sino en la caja del ente parafiscal.

·  Están destinadas a gastos determinados que se señalan a su vez en el texto legal que autoriza su creación y recaudación. 

·  Se aplican y recaudan por entes autónomos (organismos no fiscales del Estado).

·  Los entes beneficiarios gozan de autoridad de gestión con participación de los interesados, potenciales usuarios del servicio, para cuya creación y funcionamiento se crea y recaude el ingreso.

Cuadro Comparativo de los Tributos

	
	Impuesto
	Tasa
	Contribución por mejoras
	Contribución Parafiscal

	Hecho que lo genera
	Gasto Público
	Goce de un

Servicio público
	Beneficio de la obra pública
	Ser beneficiario del  ente parafiscal

	Contraprestación
	Mediata
	Inmediata
	Inmediata
	Inmediata

	Destino
	Cubrir Gastos y necesidades colectivas en general
	Gastos del Servicio Público tendientes a su mantenimiento y mejora
	Gastos de la Obra Pública en construcción
	Financiamiento de la actividad económica o social del  ente parafiscal

	Fijación
	En función de la política socio-económica
	En función del costo del mantenimiento del servicio
	En función del beneficio
	En función de la política socio económica del ente


Tema 4. Bases Constitucionales del Sistema Tributario Venezolano.

1. Principios Tributarios Fundamentales.

Según la Doctrina, los principios en el Derecho se pueden definir como las líneas directrices que informan

algunas normas e inspiran directa o indirectamente una serie de soluciones por lo que pueden servir para promover o encauzar la aprobación de nuevas normas, orientar la interpretación de las existentes y resolver los casos no previstos.

Los principios tributarios son reglas generales que sirven de base o sustento a las normas tributarias, los mismos se encuentran  consagrados en la Carta Magna.  Estos principios constituyen verdaderas garantías ciudadanas frente a la actividad del Estado, que se orienta a la consecución de ingresos de origen tributario necesarios para llevar adelante la actividad financiera.  También los principios tributarios son denominados principios éticos de la tributación.  Los mismos son los siguientes:

1.1.-Principio de Legalidad: Este principio atiende al clásico aforismo NULLUM TRIBUTUM SINE LEGE (no hay tributo sin ley que lo establezca). Se encuentra consagrado en el artículo 317 CRBV en su primer aparte y en el artículo 3 del COT, dichas normas disponen textualmente: 

ARTÍCULO 317 CRBV: No podrá crearse impuesto, tasa, ni contribución alguna que no estén establecidos en la ley, ni concederse exenciones y rebajas ni otras formas de incentivos fiscales, sino en los casos previstos en las leyes.

 ARTÍCULO 3: Sólo a las leyes corresponde regular con sujeción a las normas generales de este Código, las siguientes materias:

1.-Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho imponible, fijar la alícuota del tributo, la base de su cálculo e indicar los sujetos pasivos del mismo; 

2.- Otorgar exenciones y rebajas de impuestos;

3.-Autorizar al Ejecutivo Nacional para conceder exoneraciones y otros beneficios o incentivos fiscales;

4.-Las demás materias que les sean remitidas por este Código.

En relación con las normas precedentemente transcritas, cabe destacar que:

· Cuando la Constitución establece que todo tributo, o toda exención o rebajas debe ser establecida por Ley, debe concluirse que dicha exigencia alude a una Ley en sentido formal, o lo que es lo mismo aquel acto sancionado por la Asamblea Nacional como cuerpo legislador (Artículo 202 CRBV) y que será aplicado a todo el territorio nacional. Igualmente, las leyes sancionadas por los Consejos Legislativos Estadales (Artículo 162 CRBV) y que serán de obligatorio cumplimiento en el ámbito espacial-territorial del Estado de que se trate; y finalmente,  las ordenanzas sancionadas por los  Concejos Municipales (Artículo 175 CRBV), que serán aplicables en el territorio que comprenda el Municipio de que se trate, y finalmente los decretos con rango y fuerza de ley.

· De acuerdo con el artículo 3 del COT, no es suficiente que la ley consagre en una forma abstracta y general un tributo determinado, sino que es imperativo en virtud del Principio de Legalidad  que en aquélla se prevean todos y cada uno de los distintos elementos: los sujetos (activo: el acreedor o titular del crédito tributario y pasivo: el deudor o el obligado al pago de la prestación tributaria), el hecho imponible (conjunto de circunstancias o de hechos, a cuya ocurrencia la ley vincula el nacimiento de la obligación tributaria), la base imponible (la medida del hecho imponible), la materia imponible (o lo que es lo mismo el objeto del tributo: bien, producto, capital, renta, etc.) y la alícuota o tarifa tributaria (aquel tanto por ciento generalmente, o aquella cantidad, que se le aplica a la base imponible para determinar el quantum o la cuota del impuesto).

· Aunado a ello, el principio de Legalidad según el Texto Constitucional y el COT conlleva a que cualquier exención o rebaja o cualquier otro incentivo o privilegio fiscal esté asimismo, previsto en una Ley.  Se entiende por exención la dispensa total o parcial del cumplimiento de la obligación tributaria consagrada por la Ley.  Paralelamente, se entiende por exoneración a la dispensa total o parcial del cumplimiento de la obligación tributaria otorgada por el Ejecutivo Nacional.

1.2. Principio de Generalidad. Este principio se encuentra contenido en el Artículo 133 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de la siguiente manera:

ARTÍCULO 133: Toda persona tiene el deber de coadyuvar a los gastos públicos mediante el pago de impuestos, tasas y contribuciones que establezca la ley.  

· Según este principio, la ley tributaria debe ser elaborada en forma general, de modo que englobe a “toda persona” sin que haya un destinatario específico; sino que todo aquel sujeto que se encuentre inmerso en el supuesto de hecho que da origen al pago del tributo, debe cumplir con dicho deber. Dicho en otros términos, el tributo se debe establecer de tal forma, que cualquier persona cuya situación coincida con la señalada como hecho generador de la obligación tributaria de pagar, debe ser sujeto de la carga tributaria. 

· Sin embargo, este deber de todos no impide el establecimiento de exenciones o rebajas o cualquier otro incentivo fiscal, tal como lo establece la Constitución en el artículo 317, sólo que las mismas están sometidos a la reserva de la ley, es decir, al principio de legalidad.

Tales incentivos o privilegios fiscales, han sido objeto de críticas por algunos autores, considerándolos como derogaciones al principio de generalidad del tributo, pero dichos argumentos no se ajustan a la realidad, en primer lugar por que el propio texto constitucional en el Artículo 317 prevé la posibilidad de establecer exenciones u otro incentivo fiscal por medio de una ley y en segundo lugar, estas dispensas del tributo tienen validez cuando circunstancias de orden económico o social razonadamente así la justifiquen, con el propósito de lograr una efectiva justicia tributaria, o de fomentar determinada actividad conveniente para la comunidad o para facilitar el desarrollo de algunas regiones del país y no por razones de clase o casta, como efectivamente sucedió en la antigüedad. 

1.3. Principio de la Justa Distribución de las Cargas Públicas. Se encuentra consagrado en el artículo 316 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela: 

ARTÍCULO 316: El sistema tributario procurará la justa distribución de las cargas públicas según la capacidad económica del o de la contribuyente, atendiendo al principio de progresividad, así como la protección de la economía nacional y la elevación del nivel de vida de la población, y se sustentará para ello en un sistema eficiente para la recaudación de los tributos.

· De acuerdo con el principio de generalidad, es deber de todo ciudadano contribuir con los gastos del Estado; pero a  su vez el Texto Constitucional le impone al Estado que al momento de crear un tributo debe hacerlo de manera “justa”.  En este sentido, la palabra Justicia significa “darle a cada quien lo suyo”.

· El Principio de la Justa Distribución de las Cargas se refiere a que la ley que crea el tributo debe darle el mismo tratamiento a todos los ciudadanos que se encuentran en situaciones similares, es decir, gravar igual a quienes sean iguales, de allí que también se le denomina Principio de Igualdad.

Esa igualdad de todos ante la ley tributaria no es numérica, no significa que todos los ciudadanos van a pagar el mismo monto por concepto de tributo, por el contrario, la distribución de las cargas para que sea “justa” debe hacerse tomando en cuenta la capacidad económica del contribuyente estableciendo tarifas progresivas. Por ello, el Principio en cuestión se logra con base a los dos Principios que se desarrollan a continuación:

1.3.1. Principio de la  Capacidad Económica.  Según el artículo 317 de la Carta Magna,  la justa distribución de las cargas se logra con base a dos principios: en primer lugar, el Principio de la Capacidad Económica del contribuyente.

· La capacidad económica del contribuyente se refiere al potencial patrimonial de un sujeto determinado, es el nivel de riqueza que posee, es decir, la tenencia de bienes, la posesión de un capital, la obtención de una renta, la realización de un gasto.  

· Asi, de acuerdo con este principio, cada cual debe coadyuvar al Estado en sus gastos en la medida del tamaño de su patrimonio, quien más riqueza tiene debe pagar un tributo mayor respecto del que tenga menor riqueza. No obstante,  este principio es insuficiente para lograr la justa distribución de las cargas, por ello debe aplicarse de la mano con el principio de progresividad.

1.3.2. Principio de la Progresividad.  La Constitución Nacional, en su artículo 317, señala otro criterio considerado subjetivo que junto con el criterio objetivo de la capacidad económica, propenda a la realización de la igualdad ante el tributo.  

· El Principio de la Progresividad del sistema tributario, en términos generales, se puede decir, que un tributo es progresivo cuando su alícuota (generalmente expresada en un tanto por ciento) aumenta a medida que crece aquella parte de la riqueza, renta o gasto gravado,  que se fija como base del tributo, es decir, que en la medida en que mayor  sea la capacidad contributiva de un sujeto pasivo determinado, mayor deberá ser el sacrificio fiscal que deba soportar.  

· A finales del siglo XIX la gran mayoría de los sistemas tributarios del mundo eran proporcionales, es decir, los tributos eran proporcionales, cuando su alícuota era constante cualquiera que fuera la cantidad gravada, hoy se ha dejado de mantener en los sistemas la proporcionalidad, el cual ha sido reemplazado en la gran mayoría por el de progresividad, contribuyendo a la consecución de uno de los fines específicos del Estado: la equitativa redistribución del ingreso o de la riqueza en condiciones igualitarias.

· Finalmente, en el artículo 316 de la Constitución Nacional (parte final) se señalan las metas que debe perseguir el sistema tributario: la protección de la economía nacional y la elevación de vida del pueblo, sustentándose  para ello en un sistema eficiente para la recaudación de los tributos.

1.4. Principio de la Irretroactividad de la Ley Tributaria. El artículo 24 de la CRBV consagra el principio de la irretroactividad de la ley, siendo una garantía constitucional a los derechos humanos aplicada universalmente, al señalar que: 

ARTÍCULO 24: Ninguna disposición legislativa tendrá efecto retroactivo, excepto cuando imponga menor pena.  Las leyes de procedimiento se aplicarán desde el momento mismo de entrar en vigencia aún en los procesos que se hallaren en curso; pero en los procesos penales, las pruebas ya evacuadas se estimarán en cuanto beneficien al reo o rea, conforme a la ley vigente para la fecha en que se promovieron.

Cuando haya dudas se aplicará la norma que beneficie al reo o rea.

· Del artículo anterior, se infiere que ninguna ley podrá aplicarse a hechos o situaciones ocurridas con anterioridad a su  entrada en vigencia, por lo que la ley sólo se aplica a los hechos ocurridos durante su vigencia.  Pero a pesar de lo expresado, este mismo artículo consagra una excepción a este principio, admitiéndose la retroactividad de la ley (en virtud de la cual la ley se aplicaría a hechos ocurridos antes de su vigencia) cuando imponga menor pena, de modo que en materia de ilícitos tributarios sería aplicable la retroactividad. 

· Seguidamente, el artículo 8 en su tercer aparte, del Código Orgánico Tributario expresa que las normas que supriman o establezcan sanciones tributarias se aplicarán con efectos retroactivos cuando favorezcan al infractor, consagrando la excepción a la irretroactividad.  

1.5. Principio de  No Confiscatoriedad. El artículo 317 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece en forma expresa, este principio al establecer que “ningún tributo puede tener carácter confiscatorio”. 

· Este principio deriva del derecho propiedad consagrado en el artículo 115 de la Carta Magna, que garantiza la propiedad privada.  Para que un tributo sea constitucional y funcione como manifestación de soberanía no debe constituir un despojo para el contribuyente, para lo cual debe respetar el derecho de propiedad, aún cuando la Constitución Nacional, prevé en su artículo 116, la confiscación de bienes, solo por vía de excepción: razones de orden público.  Consiste el aludido principio, en la prohibición de que mediante tributos se vea en peligro la garantía del derecho de propiedad, o que se pueda menoscabar este derecho. 

· Para evitar la confiscatoriedad tributaria, es decir, un impuesto con tarifa del 100%, que la prohíbe la Constitución de casi todos los países, incluyendo la nuestra, el porcentaje tributario y especialmente, el progresivo, no deben pasar de cierto límite (por ej, en Argentina ha tenido un tope del 33%), es decir, que dicho porcentaje no traiga aparejado un desapoderamiento de una considerable parte de la utilidad, renta o beneficio resultante de una explotación razonable o del valor del capital.  Entonces, un tributo es confiscatorio cuando absorbe parte sustancial de la propiedad o de la renta del sujeto.

1.6. Principio de Territorialidad.  El Estado tiene amplias facultades para gravar todas las situaciones imponibles situadas bajo su poder de imperio, lo cual implica, que el poder de imposición se ejerce dentro de los límites territoriales sometidos a la soberanía del Estado.  Sin embargo, este principio dista de ser un principio absoluto en materia tributaria.  En efecto: puede ser modificado sustancialmente, sea para ejercerlo más allá de los límites territoriales o, inversamente, autolimitarlo aun dentro de su propia jurisdicción.

En nuestro ordenamiento jurídico venezolano, este principio se encuentra consagrado en el artículo 11 del Código Orgánico Tributario dispone que 

ARTÍCULO 11: Las normas tributarias tienen vigencia en el ámbito espacial sometido a la potestad del órgano competente para crearlas.    

     Las leyes tributarias nacionales podrán gravar hechos imponibles ocurridos total o parcialmente fuera del territorio nacional, cuando el contribuyente tenga  nacionalidad venezolana o esté residenciado o domiciliado en Venezuela, o posea establecimiento permanente o base fija en el país.  

     La ley procurará evitar los efectos de la doble tributación internacional.

· De este artículo se infiere que las normas tributarias, como toda ley, se dictan para un ámbito determinado, por ejemplo, las ordenanzas municipales se dictan para el propio municipio, por lo que no pueden rebasar en su aplicación los límites geográficos del mismo. 

· Asimismo,  puede mencionarse como ejemplo,  la Ley del Impuesto sobre la Renta; su ámbito es la ganancia en el mundo económico privado; y en lo geográfico, el territorio de nuestro país.  Sin embargo, el artículo 11 del COT permite que se dicten leyes gravando lo que se tenga o gane en el exterior, siempre que se trate de ciudadanos venezolanos o de extranjeros domiciliados o residentes en Venezuela, o cuando posea establecimiento permanente o base fija en el país, siempre teniendo en cuenta que hay que evitar la doble imposición.  La doble imposición tiene lugar  cuando un mismo o análogo impuesto es percibido por varios Estados en virtud  de idénticos presupuestos de hecho y por los mismos periodos de tiempo;  ejemplo: que las rentas gravadas por la ley venezolana sean también gravadas por el país donde se obtienen, por lo que sería gravar al contribuyente doblemente.

1.7. Principio Pecuniario de la Obligación Tributaria. El artículo 317 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en su segundo aparte,  recoge este principio, cuando dispone que “No podrán establecerse obligaciones tributarias pagaderas en servicios personales”, es decir, existe la prohibición de establecer cualquier clase de tributos  pagaderos en servicios personales, por lo que el pago de tributos se hará en dinero y no de una manera diferente a ésta.

· Cabe mencionar, que en el Código Orgánico Tributario, consagra la figura de la unidad tributaria en el artículo 3 Pgfo 3º COT), como la unidad de determinación objetiva de los tributos accesorios y sanciones, a fin de contar con un sistema tributario cuyas tarifas y baremos se ajusten año tras año al proceso de inflación. A raíz de la implementación de la unidad tributaria, se establece la obligación de que todos los tributos deban expresarse en dichas unidades, cuyo valor a su vez, se expresará en bolívares.  

· El  valor de la unidad tributaria ha de ser reajustado por la Administración Tributaria Nacional  dentro de los primeros quine (15) días del mes de febrero de cada año, de conformidad con el artículo 121 numeral 15 del COT.

1.8. Exigencia de un plazo para que pueda aplicarse una ley tributaria. En el artículo 317 de la Constitución Nacional, tercer aparte,  se consagra este principio:

ARTÍCULO 317: Toda Ley tributaria fijará su lapso de entrada en vigencia.  En ausencia del mimo se entenderá como lapso fijado en sesenta días continuos.  Esta disposición no limita las facultades extraordinarias que acuerde el Ejecutivo Nacional en los casos previstos por esta Constitución.

· Este artículo 317 prevé que toda ley tributaria debe fijar su lapso de entrada en vigencia, es decir, expresar desde cuando comienza a aplicarse la misma.  También se infiere del  artículo 317, que para poder aplicarse una Ley en materia tributaria, debe establecerse un término previo a su aplicación, para que sea conocida por el público antes de que se haga eficaz, evitando las repercusiones económicas inmediatas.

· Ahora bien, agrega la Constitución, que en caso de que la Ley no contenga ninguna disposición de este tipo, dicha Ley no podrá aplicarse sino a los sesenta (60) días continuos.  Sin embargo, el Texto Constitucional Nacional no aclara a partir de que momento comienza a contarse los sesenta (60) días continuos, por  lo que se ha de tomar como referencia el artículo 8 del Código Orgánico Tributario, que dispone:

 ARTÍCULO 8: Las leyes tributarias fijarán  su lapso de entrada en vigencia.  Si no lo establecieran, se aplicarán una vez vencidos los sesenta (60) días continuos siguientes a su publicación en la Gaceta Oficial.  

     Las normas de procedimientos tributarios se aplicarán desde que la entrada en vigencia de la ley, aun en los procesos que se hubieren iniciado bajo el imperio de leyes anteriores.
· De acuerdo a lo previsto en la precedente norma, a partir de la publicación, comenzará contarse los sesenta (60) días continuos a que nos hace referencia la Constitución Nacional en este artículo 317, en caso de que la ley tributaria no fije su lapso de entrada en vigencia.  

2.- Potestad Tributaria.

2.1. Definición.

La Potestad Tributaria se define como el poder o facultad que tiene el Estado de crear unilateralmente tributos, cuyo pago será exigido a los ciudadanos sometidos a su competencia tributaria espacial.  Se han usado como sinónimos de esta expresión las palabras “Poder Tributario”, “Soberanía Tributaria” o “Poder Fiscal”; todas ellas han sido términos que la doctrina ha empleado para hacer referencia al poder que tiene el Estado y que lo faculta para crear tributos, que no son más que las prestaciones pecuniarias que le son exigidas a los particulares mediante una ley, con el propósito de financiar los gastos que amerita el cumplimiento de sus fines, relacionados a la atención de las necesidades públicas. 

· Esta facultad es un atributo inherente al Estado y que lo ejerce en forma exclusiva y excluyente, el cual, significa, por un lado, supremacía, y por otra sujeción.  Supremacía por parte del Estado, quien se encuentra en un plano superior  y  preeminente,  frente al conglomerado  de sujetos indeterminados, quienes se ubican en un plano inferior, las cuales están obligados a cumplir las exacciones que aquél les exija.

· La Potestad Tributaria puede ser de (2) clases: Potestad Tributaria Originaria y Potestad Tributaria Derivada.  El índice rector del distingo dependerá del instrumento normativo que lo otorgue.  De allí que se hable de Potestad Tributaria Originaria cuando la facultad de establecer tributos emana de la propia Constitución Nacional o Carta Magna; mientras que  la Potestad Tributaria es Derivada en aquellos casos en las cuales el poder de creación de tributos es otorgado por una ley por mandato constitucional.

Por otro lado, la competencia tributaria se define como la facultad para ejercitar la potestad tributaria en el plano material, o sea, el derecho a hacer efectiva la prestación tributaria.  Es pues, la facultad de recaudar un tributo por mandato de la Ley.
· Es importante señalar las diversas diferencias existentes entre la Potestad Tributaria y Competencia Tributaria.  Como ya se ha estudiado, la primera noción corresponde a la facultad del Estado de crear tributos, mientras que la segunda hace referencia a la facultad de determinación, recaudación y fiscalización. 

La norma general es que quien detente la potestad tributaria la ejercite directamente (competencia), de modo que en ese caso serían coincidentes en el mismo ente, la potestad y la competencia tributaria, no obstante, se ha reconocido la posibilidad de la existencia de ciertos órganos que aún cuando carecen de potestad tributaria, por mandato mismo de la Ley se les ha asignado competencia tributaria, es decir, la posibilidad de administrar y recaudar tributos.  Es el caso típico del Instituto Venezolano de los Seguros Sociales (I.V.S.S), éste ejerce competencia tributaria, en el sentido, de que recauda un tributo, pero carece de potestad tributaria; lo mismo podemos indicar respecto al Instituto Nacional de Capacitación Educativa (INCE).
2.2. Distribución de la Potestad Tributaria en Venezuela.

En nuestro texto constitucional, la potestad tributaria tiene su fuente en los artículos 113 y 317 de los cuales se afirma de donde emana la facultad que tiene el Estado para imponerles a los particulares, a través de un texto legal, la obligación de participar en el financiamiento de las cargas públicas, materializadas en las diferentes exacciones fiscales. 

En Venezuela, todos los entes políticos-territoriales en que se ha distribuido verticalmente el Poder Público, gozan de potestad tributaria, esto se desprende de las disposiciones contenidas en la Constitución Nacional,  existiendo tres niveles de ejercicio de la potestad tributaria en Venezuela: el Poder Nacional, los Estados y los Municipios.  

A continuación, se detalla el alcance y la manera como concibe el ordenamiento jurídico venezolano vigente la Potestad Tributaria en los tres niveles anteriormente indicados. 

2.2.1. Potestad Tributaria Nacional. Se encuentra claramente establecida en el artículo 156 de la Constitución Nacional, promulgada el 30 de Diciembre de 1999, el cual discrimina los ramos tributarios que le corresponden al Poder Nacional.

Al respecto los numerales 12, 14 y 15 del referido artículo de la Carta Fundamental, se encargan de definir los ramos tributarios que le corresponden al nivel nacional, consagrando una amplia gama de atribuciones en el ámbito tributario que le permitirán al Estado obtener los recursos necesarios para lograr el cumplimiento de sus fines. De conformidad con la referida normativa, los ramos tributarios que le corresponden al nivel nacional son los siguientes: (artículo 156 numeral 12).
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· Estas competencias asignadas por la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela al Poder Nacional en materia tributaria, tienen carácter expreso por cuanto, como es de notar, en la enumeración antes expuesta, consagra una lista extensa de materias con relación a las cuales queda facultada  directamente para establecer impuestos, tasas y contribuciones. Sin embargo, la Carta Magna le asigna además a la Nación aquellos ramos tributarios que no le correspondan a los Estados ni a los Municipios, es la llamada Potestad Tributaria Residual.

· Seguidamente, se tipifica como facultad del Poder Público Nacional: “El régimen del comercio exterior y la organización y régimen de las aduanas” (artículo 156 numeral 15). El Poder Nacional ostenta la “Potestad Aduanera”, que se define como el poder dictar normas jurídico-tributarias, en materia de Aduanas (ente público de carácter nacional, prestador de servicios, destinado a lograr que el paso por el territorio nacional, de mercancías tanto extranjeras como nacionales, se realice en forma normal), estando atribuido el mismo por la Constitución Nacional, y sólo en forma exclusiva al Poder Nacional.  El Estado Venezolano,  ejerce dicha potestad, mediante el control de la entrada, permanencia y salida de mercancías por el territorio aduanero y la  determinación del tributo aduanero de manera justa y con apego a la normativa vigente.  

2.2.2. Potestad Tributaria Estadal. Los Estados miembros de la República Bolivariana de Venezuela son iguales y autónomos como entidades políticas en los términos consagrados en la Constitución, no pudiendo ir más allá de los principios, competencias y limitaciones expresamente consagradas en ella y en las leyes.

· El artículo 164 de la Constitución Nacional en sus numerales 4 y 7 se tipifican las competencias en materia tributaria.

Es de la competencia exclusiva de los Estados: 

Numeral 4: “La organización, recaudación, control y administración de los ramos tributarios propios, según las disposiciones de las leyes nacionales y estadales”. 

Así, el numeral 7 del artículo 164 de la Carta Magna describe los ramos tributarios propios de los Estados al expresar: 

Numeral 7: “La creación, recaudación, control de los ramos de papel sellado, timbres y estampillas”.

· Asimismo, el numeral 2 del artículo 167 al tipificar los ingresos del Estado le otorga competencia en los siguientes ramos tributarios: “las tasas por el uso de sus bienes y servicios, multas y sanciones, y las que les sean atribuidas”, estos bienes sobre los cuáles el Estado puede crear tasas son las vías terrestres estadales, puertos, aeropuertos de uso comercial, entre otros.  

· Igualmente, en el numeral 5 del artículo 167 al señalar como otro de los ingresos del Estado: “los demás impuestos, tasas y contribuciones especiales que les asigne por ley nacional, con el fin de promover el desarrollo de las haciendas públicas”.  
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2.2.3. Potestad Tributaria Municipal. El Municipio constituye el tercer nivel del sistema de distribución vertical del Poder Publico, el cual define la Constitución Nacional, como la unidad política primaria de la organización nacional,  dotado de personalidad jurídica y de autonomía;  por supuesto, el Municipio también está dotado de autonomía tributaria, ello se desprende de la interpretación del numeral 3 del Artículo 168 y el Artículo 179 de la Constitución Nacional.

Pues,  el artículo 168 faculta al Municipio para crear, recaudar e invertir sus ingresos, y el Artículo 179 señala como parte integrante de los ingresos municipales a los tributos, en sus numerales 2 y 3.

· Numeral 2: Las tasas por el uso de sus bienes o servicios; las tasas administrativas por licencias o autorizaciones; los impuestos sobre actividades económicas de industria, comercio, servicios o de índole similar, con las limitaciones establecidas en esta Constitución; los impuestos sobre inmuebles urbanos, vehículos, espectáculos públicos, juegos y apuestas lícitas, propaganda y publicidad comercial; y la contribución especial por plusvalías de las propiedades generadas por el cambio de uso o de intensidad de aprovechamiento con que se vean favorecidas por los planes de ordenación urbanística. 

· Numeral 3:  El impuesto territorial rural o sobre predios rurales, la participación en la contribución por mejoras y otros ramos tributarios nacionales o estadales, conforme a las leyes de creación de dichos tributos.

De este modo, la Constitución Nacional establece expresamente cuales son las materias o los ramos tributarios en los cuales el Municipio puede ejercer su Potestad Tributaria,  pero además en determinados casos le otorga sólo la facultad  de recaudarlos o simplemente le concede participación en el producto recaudado por otros entes territoriales.

Por lo tanto,  mejor estudio y comprensión se ha dividido en cuatro bloques los ramos tributarios en los cuales el Municipio tiene injerencia. 

- Tributos cuya creación le corresponde al Municipio por mandato directo y expreso de la Constitución Nacional. Se trata de ramos tributarios cuya creación le es otorgada al Municipio por la Constitución Nacional, por ende se dice que en estos casos la Potestad Tributaria del Municipio es originaria, los mismos se encuentran consagrados en el numeral 2 del Artículo 179 de la Carta Magna, entre ellos tenemos: las tasas por el uso de los bienes y servicios proporcionados por el Municipio, las tasas administrativas por licencias o autorizaciones, impuesto sobre actividades económicas de industria, comercio, servicios o de índole similar, impuesto sobre inmuebles urbanos, impuesto sobre espectáculos públicos, impuesto sobre juegos y apuestas lícitas, impuesto a la publicidad y propaganda comercial y la contribución especial por plusvalía de las propiedades. 

- Tributos cuya recaudación le corresponde a los Municipios y cuya creación es atribuida al Poder Nacional por mandato constitucional. 
En este caso, el Municipio está dotado de Competencia Tributaria, es decir, capacidad para recaudarlos. Entre estos encontramos el impuesto a los predios rurales y el impuesto sobre transacciones inmobiliarias, los cuales están establecidos en el Numeral 14 del Artículo 156 de la Constitución Nacional, y cuya creación y organización le corresponde  al Poder  Nacional por mandato de la norma antes mencionada. Por lo tanto, la Potestad Tributaria en estos ramos es de la Nación, pero  la recaudación de los mismos le es otorgada a los Municipios.

- Tributos cuya creación le corresponde a los Municipios por mandato de una ley  Nacional. Se trata de casos en los cuales la  Potestad Tributaria del Municipio es derivada. La Constitución Nacional establece en el numeral 6 del Artículo 179 la posibilidad que por vía legislativa se amplien las materias en las cuales el Municipio pueda ejercer su Potestad Tributaria, es decir, que a través de una ley nacional se le atribuya al Municipio la facultad de crear tributos  distintos a los establecidos en los numerales 2 y 3 de la referida norma constitucional, en este caso se habla de Potestad Tributaria Derivada por cuanto proviene de una ley.

- Tributos en los cuales el Municipio interviene en el producto de su recaudación. Se trata de casos en los cuales se le otorga al Municipio Participación en el producto de uno o varios tributos cuya creación y recaudación le corresponde a otro ente territorial, que puede ser la República o los Estados de acuerdo con la normativa vigente.  De modo que, del monto total recaudado se debe distribuir un porcentaje a los Municipios.

En este sentido, la Constitución Nacional en el numeral 3 del artículo 179 establece la facultad que tienen los Municipios de participar en el producto de lo recaudado por concepto de contribuciones por mejoras y en otros ramos tributarios nacionales o estadales, dicha participación por supuesto será de acuerdo con la ley de creación de dichos tributos.
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9. Los demás que determine la ley

2.3. Limitaciones a la Potestad Tributaria de los Estados y Municipios. La Potestad Tributaria que la Constitución  le ha otorgado a los Estados y a los Municipios no es una potestad absoluta, pues la misma está sometida a una serie de limitaciones constitucionales, unas directas y otras indirectas, estas últimas están constituidas por los principios tributarios constitucionales; mientras que las directas son aquellas expresamente establecidas en la Carta Magna en su Artículo 183, y constituyen prohibiciones que tienen como finalidad garantizar la unidad económica y fiscal necesaria para evitar trabas que obstaculicen el desarrollo económico del país, aunque cada una de ellas tiene un propósito específico y diferente de las demás pero al conjugarlas logran el fin antes dicho  

- Prohibición de crear aduanas, impuestos de importación,  de exportación o de tránsito sobre bienes extranjeros o nacionales o sobre las demás materias rentísticas de la competencia nacional.

Esta limitación tiene como finalidad evitar la creación de tributos a la circulación física de los bienes  entre municipios  o entre Estados, además su existencia la justifica el hecho de que si algún órgano estadal o municipal pretendiera gravar el tráfico de bienes por un determinado punto de su territorio, ello constituiría un atentado contra la libertad de comercio y la integridad orgánica de la República.  

Recordemos que Venezuela es un Estado federal de acuerdo con los términos constitucionales, y que la Federación se caracteriza desde el punto de vista económico por constituir una unión aduanera, donde no existen fronteras para el comercio intranacional.  

El propósito de esta limitación es crear un solo mercado, integrando las distintas áreas geográficas políticas del país en un solo espacio económico.

En cuanto a la prohibición de crear impuestos  de importación su justificación se basa en que los mismos pueden llegar a  encarecer el precio de los productos importados con el fin de favorecer las mercancías producidas por empresas situadas dentro del territorio del Estado o Municipio respectivo; además dicho impuesto busca impedir o restringir la salida de materia prima al territorio de otro  Estado  o Municipio, con la finalidad de defender sus industrias.

Con esta prohibición la Constitución procura que  el comercio intermunicipal e interestatal quede libre del entorpecimiento fiscal por parte de sus organismos políticos. 

- Prohibición de crear tributos sobre materias rentísticas de la Competencia Nacional.

Constituye una limitación derivada del Principio de Competencia consagrado en el Artículo 136 de la Constitución Nacional, el mismo establece que cada una de las ramas del Poder Público tiene sus funciones propias, por lo cual, los Estados y Municipios al crear tributos sobre materias que no les corresponden están incurriendo en usurpación de competencias, y su actuación no tendrá validez alguna.

- Prohibición de gravar bienes de consumo antes de que entren en circulación dentro del territorio.

Esta limitación  trae consigo un elemento de carácter temporal, por cuanto los bienes de consumo no pueden gravarse  “antes” que entren en circulación dentro del territorio del Municipio o del Estado impositor, pero “después” que entre sí. También contiene un elemento de carácter espacial, por cuanto la potestad tributaria tanto de los Estados como de los Municipios tiene carácter eminentemente territorial, por tanto sólo pueden gravar los bienes una vez  que se encuentren dentro de su jurisdicción. 

Esta limitación procura impedir que un Estado o Municipio explote fiscalmente a otro,  constituyendo un freno ante cualquier intento por parte de alguno de estos entes territoriales que signifique la absorción de recursos económicos de otros Estados o Municipios a su favor; lo cual los conllevaría a una descapitalización por vía tributaria.

- Prohibición de gravar el consumo de bienes producidos fuera del territorio en forma diferente a los producidos en él.

Es la prohibición basada en el trato discriminatorio, pues pretende que tanto los bienes provenientes de otro Estado o Municipio, como los producidos dentro de éstos, sean gravados en la misma cuantía, con ello se  evita que un Estado o Municipio libere de gravámen o grave en menor cantidad los bienes  producidos por él, respecto de los bienes provenientes de otros Estados o Municipios, con el firme propósito de fomentar la producción del mismo en su territorio. Además con esta prohibición se pretende  evitar que la Potestad Tributaria desvíe su función fiscal a la proteccionista, de contenido económico político.

Tema 5. El Código Orgánico Tributario.

1. Naturaleza.

2. Finalidad.

3. Ámbito de aplicación.

En cuanto a la naturaleza jurídica del Código Orgánico Tributario, desde el punto de vista formal, se trata de una ley, de conformidad con lo establecido en el artículo 202 de la Carta Magna. Aunado a ello, es una ley que reúne de manera sistemática las normas marco relativas a la materia tributaria, de allí su denominación de Código.

Asimismo, dicho Código tiene carácter Orgánico, teniendo de este modo una posición intermedia entre la Constitución y las leyes ordinarias.

Desde el punto de vista material, es una ley marco en materia tributaria, cuyas normas desarrollan los principios constitucionales y derechos constitucionales referidos a la tributación.

La finalidad del Código Orgánico Tributario consiste en procurar la armonía dentro del sistema tributario, pues dentro de su articulado establece las bases que han de ser respetadas y desarrolladas por las leyes ordinarias en materia tributaria, además al consagrar las facultades del Estado y los deberes que en materia tributaria tienen los ciudadanos, garantiza el cumplimiento del principio de seguridad jurídica. 

Ámbito de aplicación del Código Orgánico Tributario.

El Código Orgánico Tributario vigente, promulgado el 17 de octubre de 2001, en su artículo 1 establece su campo de aplicación en cuanto a los entes políticos territoriales, Nación, Estados y Municipios.

En este sentido,  con relación a los tributos nacionales, la normativa del Código Orgánico Tributario se aplica de modo directo. Excepto en materia de tributos aduaneros, pues en este caso, sólo se aplicará las normas relativas a los medios de extinción de la obligación tributaria, los recursos administrativos y judiciales, determinación de intereses y las normas sobre administración de tales tributos; en el resto de los casos, su aplicación en materia aduanera será de modo supletorio, es decir, su aplicación se hará a falta de disposición expresa en materia aduanera sobre la regulación de un determinado supuesto de hecho.

Aplicar una ley de modo supletorio significa que su normativa va a regir sólo en aquellos supuestos de hecho no regulados por la ley que ha de aplicarse por vía principal.

En este orden de ideas, en el caso de los estados y municipios, la aplicación de las normas del COT es por vía supletoria, a falta de disposición expresa.

Tema 6. La Obligación Tributaria.

1. Concepto. Articulo 13 COT

2. Características

3. Elementos de la Obligación Tributaria.

4. Determinación de la Obligación Tributaria.

1. Concepto.

La palabra “obligación” proviene del latín “obligare” que significa atar alrededor de. Su significado está vinculado al concepto de compromiso.

En términos generales, la obligación está constituida por una conducta o actividad determinada, cuya ejecución se le impone a una persona aun por encima y en contra de su voluntad. Dicha actividad puede ser de dar, como el pago de cantidades de dinero; de hacer, como pintar un cuadro o de no hacer donde el deudor se compromete a no efectuar una determinada conducta como no levantar una pared muy alta que puede obstruir el paso del viento al vecino.  

De modo que, la obligación en general puede definirse como un vínculo jurídico en virtud del cual una persona denominada deudor, se compromete frente a otra llamada acreedor, a ejecutar en su beneficio una determinada conducta de dar, hacer o no hacer. 

En este sentido la Obligación Tributaria se define como el vínculo jurídico, en virtud del cual una persona está obligada hacia el Estado u otra entidad pública, en cualquiera de sus manifestaciones (Nación, Estados o Municipios), al pago de una suma de dinero (obligación de dar), cuando en el administrado (particular), se verifique el presupuesto de hecho previsto por la Ley.  Este presupuesto lo constituye el denominado “hecho imponible”, el cual será analizado posteriormente.

La obligación tributaria es la obligación de pagar el tributo, o sea, es una obligación de dar cantidades de dinero; constituyendo un aspecto que se deriva de la relación jurídico tributaria; pues ésta es el nexo que existe entre el Estado y los contribuyentes como consecuencia de la cual el ciudadano debe al fisco una cantidad de dinero llamada tributo.

Nuestro Código Orgánico Tributario, en su artículo 13, establece que: “La obligación tributaria surge entre el Estado en las distintas expresiones del Poder Público y los sujetos pasivos en cuanto ocurra el presupuesto de hecho previsto en la ley.  Constituye un vínculo de carácter personal aunque su cumplimiento se asegure mediante garantía real o con privilegios especiales”.

2. Características:

La obligación tributaria que es parte de la relación jurídico-tributaria, posee las siguientes características: 

a) Constituye un vínculo de derecho.  

b) Siempre es una obligación de dar sumas de dinero.

c) Tiene su fuente en la ley.  La obligación de dar tiene que ser creada por una ley (Principio de Legalidad).

d) Es una obligación personal es decir entre personas, por una parte el Estado y por la otra el contribuyente.

e) Nace al producirse la situación de hecho a la cual vincula la ley, el establecimiento del gravamen (presupuesto del tributo).

3. Elementos de la Obligación Tributaria.
Los elementos de la obligación tributaria, al igual que los de otras obligaciones jurídicas, son el subjetivo, que es doble (sujeto activo y pasivo), el objetivo, y se le agrega el hecho y la base imponible, propio de la materia tributaria.

3.1. El elemento subjetivo;  está integrado por los sujetos o personas entre quienes se entabla la relación obligatoria, acreedor o sujeto activo y el deudor o sujeto pasivo.

· El COT en su artículo 18 define al sujeto activo como el ente público beneficiario o acreedor del tributo. Ello equivale a decir que el sujeto activo es el Estado en las diversas manifestaciones del Poder Público, Nación, Estados Federales y Municipios; además de los órganos parafiscales.

Estos entes acreedores del tributo, han creado organismos que dependen de él a cuyo cargo se encuentra la labor de recaudación de los tributos, es la llamada  Administración Tributaria.

La Administración Tributaria es el órgano encargado de la gestión del tributo, sus funciones están establecidas en la ley, se encarga de la fiscalización, determinación, recaudación, control de los tributos.

Así, la función de administración tributaria, está asignada en el nivel nacional a una estructura organizativa adscrita al Ministerio de Finanzas, que lleva el nombre de Servicio Nacional Integrado de Administración Tributaria y aduanera (SENIAT); creada por decreto presidencial en fecha 10 de agosto de 1994, cuyo objeto es la administración de los ingresos tributarios nacionales.

En los niveles regionales y municipales, se han venido tomando también iniciativas tendientes a la modernización de las estructuras organizativas de la administración tributaria creando entes autónomos bajo las mismas características de Seniat. En el caso específico del Municipio Maracaibo la administración tributaria recibe el nombre de SAMAT, Servicio Municipal de Administración Tributaria.

· Por otra parte, el artículo 19 del COT define al sujeto pasivo como el obligado al cumplimiento de las prestaciones tributarias, sea en calidad de contribuyente o de responsable. Es decir, es el deudor de la obligación tributaria.

1. Contribuyentes:  El contribuyente se define como el destinatario legal del tributo, o sea, el deudor por deuda propia.   Al estar a él referido el mando de pago tributario, pasa a ser sujeto pasivo de la relación jurídico tributaria principal.  Se trata de un deudor a título propio.  Es el realizador del hecho imponible y es quien sufre en sus bienes el peso económico tributario.

Se entiende por contribuyente (Art. 22 COT), los sujetos pasivos respecto de los cuales se verifica el hecho imponible de la obligación tributaria.  En tal sentido, dicha condición puede recaer en:

a) Las personas naturales, prescindiendo de su capacidad según el derecho privado. Las personas naturales de acuerdo con el artículo 16 del Código Civil son todos los individuos de la especie humana; es decir, son todos los individuos.

En materia de derecho civil sólo las personas mayores de 18 años tienen capacidad jurídica o capacidad para negociar, para ser sujeto de derechos y quedar obligado frente a las demás personas. 

En materia tributaria “toda persona natural”  es sujeto pasivo de la obligación tributaria, independientemente que sea mayor de edad o no; de modo que, toda persona que quede inmersa dentro del supuesto de hecho descrito por la ley tributaria como hecho imponible, es sujeto pasivo de la obligación tributaria, es decir, es deudor del fisco. En caso de un menor de edad, son sus representantes los obligados a cumplir con el pago de los tributos. 

b) Las personas jurídicas y los demás entes a los cuales otras ramas jurídicas atribuyan calidad de sujeto de derecho.

Las personas jurídicas o personas colectivas son aquellos entes que no son individuos de la especie humana, pero que está constituido por un conjunto de personas naturales que se han reunido para la consecución de un fin, tales como: la Nación, los Estados, los municipios, las iglesias, las universidades, las asociaciones civiles y mercantiles.

c) Las entidades o colectividades que constituyan una unidad económica, dispongan de patrimonio y tengan autonomía funcional.  Entre ellas, las sociedades de hecho y las herencias yacentes.

Se refiere a las llamadas sociedades de hecho, que consisten en la asociación de personas para a realización de una actividad lucrativa, pero que no han cumplido con el requisito de inscripción de la misma en el Registro Mercantil. Por ejemplo: un taller que no haya cumplido la formalidad de inscripción en el registro mercantil pero sus dueños viven y se benefician del mismo.

Las comunidades de bienes, como en el caso de las herencias yacentes, que constituyen el conjunto de bienes de una persona fallecida, los cuales no han sido reclamados por sus herederos, dichos bienes mientras aparecen los herederos o en el caso que no aparezcan, mientras se declara como herencia vacante y pasa a manos del Estado, ella es sujeto pasivo en calidad de contribuyente, de los hechos imponibles en los cuales se vea inmersa, como por ejemplo si dentro de la herencia se encuentran empresas que generan rentas, es contribuyente de dicho impuesto.

Las comunidades no son personas jurídicas, sin embargo, la ley las considera sujetos pasivos.

2. Responsables:  Son los sujetos pasivos que sin tener carácter de contribuyentes, deben por disposición expresa de la Ley cumplir las obligaciones atribuidas a éstos (Artículo 25 COT).  

En síntesis, los deudores del impuesto son los que deben satisfacer una deuda a título propio y, responsables, quienes deben atender una deuda ajena, sea en forma solidaria.  Entonces, se trata de terceros ajenos al hecho imponible, pero que por mandato de la ley están al lado del contribuyente y son obligados a pagar por cuenta del contribuyente, con carácter solidario. Las obligaciones solidarias es aquella que tiene varios deudores obligados a la misma cosa, de modo que uno de ellos puede ser obligado al pago de la totalidad.

A tal efecto, conforme al artículo 28 del COT, son responsables solidarios, por los tributos, multas y accesorios,  derivados de los bienes que administren, reciban o dispongan:

a) Los padres, los tutores y los curadores de los incapaces y de herencias yacentes. Es una responsabilidad por representación.

b) Los directores, gerentes, administradores o representantes de las personas jurídicas y demás entes colectivos con personalidad reconocida.

c) Los que dirijan, administren o tengan la disponibilidad de los bienes de entes colectivos o unidades económicas que carezcan de personalidad jurídica.

d) Los mandatarios, respecto de los bienes que administren o dispongan.

e)   Los síndicos y liquidadores de las quiebras y los liquidadores de las sociedades.

f) Los socios o accionistas de las sociedades liquidadas.

g) Los demás, que conforme a las leyes así sean calificados.

Interesa destacar que la responsabilidad solidaria sólo se limitará al valor de los bienes que se administren o dispongan.  También son responsables solidarios, los adquirientes de fondos de comercio y demás sucesores a título particular. (artículo 29 COT).

Paralelamente, deben se señalan como responsables directos los agentes de Retención y Percepción, entendiendo por los primeros, aquellos que por disposición de la ley deben retener el tributo de los pagos que hagan los contribuyentes (patronos).  Los agentes de retención son aquellos que por su función pública, actividad, oficio o profesión, se haya en contacto directo con un importe dinerario de propiedad del contribuyente o que éste debe recibir, teniendo la posibilidad de amputar la parte que corresponde al fisco en concepto de tributo.

Por su parte, los agentes de percepción son aquellos que también, por disposición legal, deben percibir el tributo de los contribuyentes o consumidores, por los pagos que reciban, bien sea por su profesión, oficio, actividad o función, encontrándose en una situación tal que le permite recibir del contribuyente un monto tributario que posteriormente debe depositar a la orden del fisco:  En ambos casos, tanto los Agentes de Retención como los de Percepción, deberán enterar el tributo al ente acreedor del mismo.

Efectuada la retención o percepción, el agente es el único responsable ante el fisco por el importe retenido o percibido.  De no realizar la retención o percepción, responderá solidariamente con el contribuyente.  El agente es responsable ante el contribuyente por las retenciones efectuadas sin normas legales o reglamentarias que las autoricen.  Si el agente enteró en la administración lo retenido, el contribuyente podrá solicitar de la administración tributaria el reintegro o la compensación correspondiente (art. 27 COT).

3.2. El elemento objetivo; esta constituida por la conducta que el deudor se compromete a cumplir en beneficio  del acreedor.
El elemento objetivo denominado también el objeto de la obligación tributaria, está constituido por la prestación que debe cumplir el sujeto pasivo, esto es, el pago de una suma de dinero, consiste en una obligación de dar de tipo pecuniaria.

3.3. El Hecho Imponible:

La ley tributaria, en virtud del principio de legalidad, debe describir la situación que debe darse para que el particular se vea obligado con el Estado a cancelarle una cantidad de dinero por concepto de tributo. Así, el legislador en el caso de los impuestos debe elegir hechos o situaciones que de una u otra forma reflejen la capacidad económica de las personas, en las tasas una determinada actividad administrativa y en las contribuciones un hecho económico o una actividad del sujeto activo; los cuáles pasa a describir exhaustivamente en la norma, es el llamado supuesto de hecho, el cual una vez ocurrido en la realidad, da origen al nacimiento de la obligación tributaria, es decir, la obligación tributaria es la consecuencia jurídica del acaecimiento del supuesto descrito por la ley tributaria, el cual recibe el nombre de Hecho Imponible.

Es por ello que el  hecho imponible es definido como el hecho previsto o descrito en la ley, cuyo acaecimiento u ocurrencia es la condición necesaria para que nazca la obligación tributaria. 

Así tenemos como por ej, la realización de una actividad económica que conlleve a la obtención de riqueza, constituye el hecho imponible del ISLR; la venta de bienes o prestación de servicios, es el hecho imponible del IVA; la transmisión gratuita de riqueza por acto entre vivos, es el hecho imponible del Impuesto a las Donaciones; la transmisión de riqueza por muerte del causante, es el hecho imponible del Impuesto a las Sucesiones, la tenencia o propiedad de bienes inmuebles es el presupuesto de hecho que debe darse para que surja la obligación de pagar el impuesto sobre inmuebles urbanos.

El hecho imponible lo define el Código Orgánico Tributario en su artículo 36 como el presupuesto establecido por la ley para tipificar al tributo y cuya realización origina el cumplimiento de la obligación tributaria.

3.4. La Base Imponible:

Una vez ocurrido el hecho imponible, surge como consecuencia la obligación de pagar por parte del sujeto pasivo, pero en la descripción del hecho imponible no se encuentran los elementos necesarios para determinar la cuantía del tributo a pagar, pues ese elemento que permite calcular el quantum de la obligación tributaria es la llamada base imponible.
Se define como el elemento cuantificante de la obligación tributaria; es decir, es el parámetro o cifra que  permite delimitar el monto del tributo.  

Es pues la medida base a la que aplicada la alícuota del impuesto, permite calcular el importe del tributo.  Ejemplo: los enriquecimientos netos, en el ISLR; los enriquecimientos brutos anuales en el impuesto municipal de industria y comercio; el peso, valor o cantidad de bienes, en los impuestos aduaneros constituyen la base imponible.

Cabe destacar otro concepto básico en materia tributaria, como la tarifa o alícuota, que es el elemento que ha de aplicarse a la base imponible, a fin de determinar el quantum del tributo. Se encuentra representada por un porcentaje, en la mayoría de los casos o puede estar representada por un monto fijo. (Ejemplo: IVA).

4. Determinación de la Obligación Tributaria.

La obligación tributaria nace, se constituye con el hecho generador del tributo o hecho imponible, es decir, es una obligación legal, por que los supuestos que la originan tienen que estar establecidos en la ley que vincula a la persona natural o jurídica como deudor del Sujeto Activo; pero nada hace el Estado con el establecimiento de una obligación de pagar sin establecer los procedimientos para calcular el monto de la misma.

De manera que se puede definir la determinación tributaria como la verificación del supuesto de hecho, la cuantificación de la base imponible que al aplicársele la tarifa correspondiente produce el monto de la obligación a pagar.

En otras palabras, la determinación de la obligación tributaria es sacar la obligación del mundo de la ley y llevarla a la cuantificación para conocer su monto.

En Venezuela, la obligación tributaria nace una vez que se da en el mundo real el hecho imponible, y la determinación es el acto que permite precisar el monto de dicha obligación.

Procedimientos para la determinación de la Obligación Tributaria.

La determinación de la obligación tributaria es el conjunto de actos realizados bien sea por la administración tributaria, bien sea por el contribuyente o por ambos para precisar la existencia de la obligación, osea, el hecho imponible, la base imponible y llegar al quantum o cuantía de a obligación.

Existen tres procedimientos para la determinación:

1. La determinación de oficio: Es la que hace la Administración Tributaria, tiene lugar cuando el contribuyente hubiere incurrido en alguna de las conductas que a continuación se precisan y que se encuentran establecidas en el artículo 130 del Código Orgánico Tributario.

· Cuando no hubiere presentado la declaración.

· Cuando la declaración  presentada ofrezca dudas sobre los datos aportados.

· Cuando la declaración no esté respaldada por los documentos que reflejen las operaciones realizadas que van a servir de base para el cálculo del tributo.

· Cuando los libros, registros y demás documentos no reflejan el patrimonio real del contribuyente.

· Cuando así lo establezca el Código Orgánico Tributario y las leyes.

La determinación de la obligación tributaria por parte de la Administración puede ejecutarse aplicando dos sistemas, así lo establece el artículo 131 del COT:

1. Determinación sobre base cierta: Es la que hace la administración sobre la base de los datos aportados por el contribuyente. Tales como: asientos contables y soportes documentales que la administración le ha solicitado al contribuyente presentar y éste los ha aportado. Dichos documentos reflejan la ocurrencia del hecho imponible y permite cuantificar la base imponible para calcular el monto del impuesto.

2. Determinación sobre base presuntiva: es la que hace la Administración sobre la base de pruebas indirectas, pues en este caso el contribuyente se niega a aportarle a la Administración los datos necesarios para que proceda a la determinación del monto del tributo. En este caso, de acuerdo con el Código Orgánico Tributario en su artículo 133, la Administración podrá utilizar como datos para el cálculo del tributo: la contabilidad del contribuyente o las declaraciones correspondientes a cualquier otro tributo, estimaciones del monto de ventas mediante la comparación con los inventarios físicos, el volumen de transacciones, rendimiento de empresas similares, utilidades de otros períodos fiscales, los datos obtenidos de estudios económicos sobre empresas similares o conexas, entre otros. 

La Administración procederá a realizar la determinación presunta del tributo en los siguientes casos según el artículo 132 del Código Orgánico Tributario:

1. Cuando el contribuyente o responsable se oponga u obstaculice el acceso a los lugares donde debe efectuarse la fiscalización, de manera que imposibiliten el conocimiento cierto de las operaciones.

2. Cuando lleven dos o más sistemas de contabilidad con diferente contenido.

3. No presenten libros de contabilidad, así como ningún documento que compruebe las operaciones realizadas.

4. Cuando en los registros se observen las siguientes irregularidades:

· No se registren las operaciones, exista alteración en los ingresos, costos o deducciones.

· Cuando las compras, gastos o servicios no tengan soporte.

· Cuando exista alteración en el registro del inventario, bien sea omitiendo bienes o registrando existencia a precios distintos de los del costo.

5. Cualquier otra irregularidad que imposibilite conocer el monto de las obligaciones.

2. Autoliquidación: Es el propio contribuyente quien elabora su declaración y calcula por sí mismo el impuesto a pagar y cancela dicho monto a la autoridad autorizada para tal efecto. Es la forma de determinación empleada en Venezuela.

3. Mixto: Concurren tanto la actividad del contribuyente como de la administración. Esta forma no es utilizada en Venezuela.

5. Modos de extinción de la Obligación Tributaria.

Así como la obligación tributaria nace, también muere, se extingue y entre las modalidades de extinción, encontramos las siguientes: Pago, Compensación, Confusión, Remisión, Declaratoria de Incobrabilidad y la Prescripción.

Los modos de extinción de la obligación tributaria constituyen las diversas maneras establecidas por la cual se considera cumplida una obligación por parte del deudor.

· Pago (artículos 40 al 48 COT): es el modo voluntario de cumplimiento de la obligación, consiste en la realización de la conducta de dar, de hacer o de no hacer. Es considerada la forma de extinción por excelencia, podrá ser efectuada por los sujetos pasivos y por terceros.  Asimismo, deberá efectuarse en la misma fecha en que deba presentarse la correspondiente declaración, salvo que la Ley o su reglamentación establezcan lo contrario.  Los pagos realizados fuera de esta fecha, se considerarán extemporáneos, y acarrearán intereses de mora; todo esto de conformidad con los artículos 40 y 41 del COT. 

Los sujetos pasivos al cancelar las deudas tributarias deberán imputar el pago a la deuda por cada uno de los tributos que fuere más antiguo, aplicando el pago, primero a las sanciones, después los intereses moratorios, y por último, al tributo, siempre que la deuda no estuviese prescrita. 

El Ejecutivo Nacional podrá conceder prórrogas para el pago, pero sólo en los casos de obligaciones no vencidas. En el caso de deudas atrasadas la Administración Tributaria, comprobada la incapacidad económica del contribuyente, podrá conceder fraccionamiento y plazos para el pago de las mismas, los cuales no podrán exceder de 36 meses, en cuyo caso, seguirán corriendo los intereses moratorios sobre los saldos deudores (arts. 47 y 48 COT).

· COMPENSACIÓN (artículos 49 al 51 del COT):  La compensación: ocurre cuando dos personas son recíprocamente deudoras, de modo que se pagan una a la otra hasta la concurrencia de las cantidades respectivas. Ej A debe 10.000Bs a B, y B adeuda 10.000 Bs a A; en este caso por compensación se extinguen ambas deudas, sin que a pague nada a B, ni B pague a A. Pero la compensación no requiere que las deudas recíprocas sean en iguales cantidades pues puede que A adeude 50.000Bs a B,y B solo 20.000 Bs, por efecto de la compensación se extingue totalmente la deuda menor y la deuda mayor se extingue hasta el monto concurrente, quedando A debiendo 30.000 Bs.

La compensación, según lo dispuesto en el artículo 49 del COT, extingue de pleno derecho y hasta su concurrencia, los créditos no prescritos, líquidos y exigibles del contribuyente por concepto de tributos, así como de intereses, multas y costas procesales, con la deuda tributaria por los mismos conceptos, igualmente líquidos, exigibles y no prescritos, comenzando por los más antiguos, aunque provengan de distintos tributos y accesorios, siempre que se trate del mismo sujeto activo. 

Por ejemplo; A canceló por concepto de impuesto sobre la renta a la República la cantidad de Bs. 30.000.000, pero en realidad de debía cancelar 25.000.000, pues olvidó restar las retenciones. 

Es decir, canceló 5.000.000 de Bolívares de más, y la República se los adeuda, así que A tiene un crédito a su favor de 5.000.000 de Bolívares. Al año siguiente, cuando calcula su impuesto sobre la renta, le da un monto a pagar de 20.000.000; pero como la República le debía 5.000.000, sólo cancelará 15.000.000.

·  Confusión (artículo 52 COT) :  La Confusión opera cuando en una misma persona se reúnen las cualidades de deudor y acreedor, es decir, cundo el acreedor de una obligación dineraria se transforma en deudor del mismo.. Ej: Cuando el deudor hereda a su acreedor o viceversa, es decir, cuando el hijo es deudor del padre, al morir éste, el hijo hereda su patrimonio (activos y pasivos) confundiéndose en una misma persona la cualidad de deudor y de acreedor. Nadie puede ser deudor ni acreedor de sí mismo.

Este es el caso de la herencia vacante, aquella que no tiene herederos y pasa a ser propiedad de la Nación (art. 832 C.C) puede ocurrir que fallece un contribuyente que  tiene deudas con el fisco y esa herencia pasa al Estado, habrá confusión en una misma persona de la calidad de deudor y de acreedor, por lo tanto, la obligación tributaria se extingue.  Así lo prevé el artículo 52 del COT: la obligación tributaria se extingue por confusión, cuando el sujeto activo quedare colocado en la situación del deudor, como consecuencia de la transmisión de los bienes o derechos del tributo, y la decisión será tomada mediante acto por la máxima autoridad de la  Administración Tributaria.

· Remisión (artículo 53 COT):  Es la condonación o perdón de toda o parte de una deuda, o también el modo de extinguir la obligación por perdón del acreedor a favor del deudor a quien releva del cumplimiento pendiente.  Al efecto, el COT expresa que la obligación de pago de los tributos sólo puede ser condonada o remita por ley especial, mientras que las demás obligaciones, así como los intereses y las multas, sólo puede ser condonadas por dicha ley o por resolución administrativa en la forma y condiciones que esa ley establezca.

A tales efectos, fue publicada el día 03 de Octubre de 2001 en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, la Ley sobre el Régimen de Remisión y Facilidades para el pago de las obligaciones tributarias nacionales, el cual tuvo por objeto establecer un régimen excepcional y temporal de facilidades para el cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias nacionales, excluyéndose las deudas provenientes de impuestos aduaneros; impuesto al débito bancario; de cantidades efectivamente retenidas o percibidas del impuesto sobre la renta, impuesto al consumo suntuario y ventas al mayor e impuesto al valor agregado.

· Declaratoria de Incobrabilidad  (artículo 54 COT):    Se estableció este medio de extinción como una salida contable para descargar de la contabilidad nacional, el enorme peso que constituye aquellas deudas tributaria pendientes de pago, pero cuyo monto o insolvencia del deudor, justifican eliminarlas del estado de derechos pendientes, que anualmente nos presenta la Contraloría General de la República, en su Balance de la Hacienda Pública Nacional.

Al efecto el artículo 54 del COT, tipifica que la Administración Tributaria podrá de oficio declarar incobrables las obligaciones tributarias y sus accesorios y multas conexas que se encuentren en algunos de los siguientes casos:

- Aquellas cuyo monto no exceda de (50) unidades tributarias, siempre que hubieran transcurrido (5) años contados a partir del primero de enero del año calendario siguiente a aquél en que se hicieron exigibles.

- Aquellas cuyos sujetos pasivos estén ausentes del país por más de (5) años. Siempre que no tenga conocimiento de la existencia de bienes embargables para hacer efectivo el cumplimiento de la obligación.

- Aquellas cuyos sujetos pasivos hayan fallecido en situación de insolvencia comprobada.

- Aquellas pertenecientes a sujetos pasivos fallidos que no hayan podido pagarse una vez liquidados totalmente sus bienes.

· Prescripción (artículos 55 al 65 COT):  - La Prescripción: consiste en la liberación de la obligación para el deudor, por haber transcurrido determinado lapso de tiempo sin que el acreedor le haya reclamado su cumplimiento.

Es decir, es un medio de extinción de la obligación tributaria por la inacción del sujeto activo de la obligación tributaria durante el transcurso del tiempo previsto por la Ley.

Conocida como el castigo a la inercia del acreedor, nuestro COT distingue dos situaciones (artículos 55 y 56 COT): 

a) 4 años para los siguientes derechos y acciones:

* derecho para verificar, fiscalizar y determinar la obligación tributaria y sus accesorios.


* acción para imponer sanciones tributarias, distintas a las penas restrictivas de la libertad (éstas prescriben a los 6 años).


* derecho a la recuperación de impuestos y a la devolución de pagos indebidos.


b) 6 años cuando ocurran las siguientes circunstancias:


* sujeto pasivo no cumpla con la obligación de declarar el hecho imponible o de presentar las declaraciones tributarias a que estén obligados.


* sujetos pasivos que no cumplan con la obligación de inscribirse en los registros de control que a los efectos establezca la Administración Tributaria.


* la Administración Tributaria no pudo conocer el hecho imponible, en los casos de verificación, fiscalización y determinación de oficio.


* el contribuyente no lleve contabilidad, no la conserve durante el plazo legal o lleve doble contabilidad.

Ahora bien, estos términos se contaran desde el 1 de Enero del año siguiente a aquel en que se produjo el hecho imponible.  En cuanto a las causales de interrupción de la prescripción (art. 61 COT), son las siguientes:

1) Por cualquier acción administrativa, notificada al sujeto pasivo, conducente al reconocimiento, regularización, fiscalización y determinación, liquidación y recaudación del tributo por cada hecho imponible.

2) Por cualquier actuación del sujeto pasivo conducente al reconocimiento de la obligación tributaria o al pago o liquidación de la deuda.

3) Por la solicitud de prórroga u otras facilidades de pago.

4) Por la comisión de nuevos ilícitos del mismo tipo.


Interrumpida la prescripción, comenzará a computarse nuevamente al día siguiente de aquél en que se produjo la interrupción.
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IMPUESTOS MUNICIPALES

REGIMEN MUNICIPAL
Es un organismo del Estado, creado a nivel regional para cumplir funciones de servicio a la colectividad y para lo cual ha dictaminado una serie de tributos, con la finalidad de percibir los ingresos necesarios para cubrir los gastos originados por la prestación de servicios.
PODER PÚBLICO MUNICIPAL

Disposiciones constitucionales:

Al respecto el artículo 133 de la CRBV ha preceptuado: “Toda persona tiene el deber de coadyuvar a los gastos públicos mediante el pago de impuestos, tasas y contribuciones que establezca la ley”. 

Según el Artículo 168 de la CRBV: “Los Municipios constituyen la unidad política primaria de la organización nacional, gozan de personalidad jurídica y autonomía dentro de los límites de esta Constitución y de la ley. La autonomía municipal comprende: ...

La creación, recaudación e inversión de sus ingresos...”

Artículo 183 Ejusdem: “Los Estados y los Municipios no podrán:

Crear aduanas ni impuestos de importación, de exportación o de tránsito sobre bienes nacionales o extranjeros, o sobre las demás materias rentísticas de la competencia nacional...”

Así mismo el párrafo primero del artículo 317 de la CRBV ha dispuesto: “No podrá cobrarse –exigirse- impuestos, tasa, ni contribuciones –o mejor aun tributos- que no estén establecidos en la ley, ni concederse exenciones y rebajas, ni otras formas de incentivos fiscales, sino en los casos previstos por las leyes (...)”.

De los citados preceptos, podemos deducir, que la obligación tributaria –y, por ende, lógicamente la relación tributaria- tiene su origen o fundamento en la Constitución, por consiguiente, se podría afirmar, como bien lo ha reconocido la doctrina, que aquélla es, en principio, constitucional (obligación tributaria constitucional), dado que es la propia Ley Fundamental la que establece la aludida obligación, genéricamente considerada.
En este sentido el artículo 13 del COT ha preceptuado: “La obligación tributaria surge entre el Estado, en las distintas expresiones del Poder Público, y los sujetos pasivos, en cuanto ocurra el presupuesto de hecho –o el hecho imponible- previsto en la ley –para tipificar el tributo, y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria de conformidad con el artículo 36 del COT-. La obligación tributaria constituye un vínculo de carácter personal, aunque su cumplimiento se asegura mediante garantía real o con privilegios especiales”.
Art. 156 CRBV. “Es de la competencia del Poder Público Nacional:...

La creación, organización, recaudación, administración y control de los impuestos sobre la renta, sobre sucesiones, donaciones y demás ramos conexos, el capital, la producción, el valor agregado, los hidrocarburos y minas; de los gravámenes a la importación y exportación de bienes y servicios; de los impuestos que recaigan sobre el consumo de licores, alcoholes y demás especies alcohólicas, cigarrillos y demás manufacturas del tabaco; y de los demás impuestos, tasas y rentas no atribuidas a los Estados y Municipios por esta Constitución o por la Ley.

La legislación para garantizar la coordinación y armonización de las distintas potestades tributarias; para definir principios, parámetros y limitaciones, especialmente para la determinación de los tipos impositivos o alícuotas de los tributos estadales y municipales; así como para crear fondos específicos que aseguren la solidaridad interterritorial”.

La creación y organización de impuestos territoriales o sobre predios rurales y sobre transacciones inmobiliarias, cuya recaudación y control corresponda a los Municipios, de conformidad con esta Constitución”....

Art. 136 CRBV. “El Poder Público se distribuye entre el Poder Municipal, el Poder Estadal y el Poder Nacional. El Poder Público Nacional se divide en Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y Electoral. 

Cada una de las ramas del Poder Público tiene sus funciones propias, pero los órganos a los que incumbe su ejercicio colaborarán entre sí en la realización de los fines del Estado.”

Del criterio expuesto por el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, en la Sentencia núm. 1.153, de 10 de octubre de 2000, podría desprenderse que en éste se reconoce implícitamente la competencia exclusiva y excluyente del Poder nacional para dictar la legislación que garantice la coordinación y armonización de las distintas potestades tributarias, así como para definir principios, parámetros y limitaciones, particularmente para la determinación de los tipos impositivos o alícuotas de los tributos estatales y locales de conformidad con el apartado 13 del artículo 156 CRBV, cuando en ella se declara que continuarán en vigor la limitación prevista en el artículo 113 LORM, por no contradecir las normas previstas en la Ley Fundamental de 1999.
Además, en la citada Sentencia se ha argumentado que en razón de ser la LORM una ley nacional que ha previsto determinadas limitaciones respecto a los tributos que fueron cedidos a los municipios durante la vigencia de la derogada Constitución de 1961, la aludida declaración de la Sala Constitucional del Alto Tribunal puede interpretarse como un reconocimiento tácito de la competencia exclusiva y excluyente del Poder nacional en la materia. No obstante, la Sentencia núm. 1.563, de 13 de diciembre de 2000, del Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional ha incurrido en contradicción ya que, por un lado, ha reconocido expresamente la competencia del Poder nacional para la coordinación, armonización y limitación de las potestades tributarias de los EELL, pero al mismo tiempo, ha declarado la intención del legislador nacional de asignarle dicha competencia al Distrito Metropolitano de Caracas en la materia, con la finalidad de evitar una anarquía tributaria. Sin embargo, ha considerado la Sala que esta competencia deberá  supeditarse a la normativa que dicte el Poder nacional. Sentencias consultadas en web: www.tsj.gov.ve.

TRIBUTOS QUE ADMINISTRAN

* Impuestos a las actividades económicas comerciales, industriales, de servicio y de índole similar en Jurisdicción del Municipio Maracaibo del Estado Zulia.
* Impuestos sobre Inmuebles Urbanos

* Impuestos sobre Vehículos

* Impuestos sobre Espectáculos Públicos

Art. 179 CRBV

* Impuestos sobre Juegos y Apuestas Lícitas

* Impuestos sobre Publicidad Comercial

* Contribución especial sobre plusvalías de las propiedades.

Art. 179 CRBV

Impuestos a las actividades económicas Comerciales, Industriales,  de servicio y de índole similar  en Jurisdicción del Municipio Maracaibo del Estado Zulia

1. Disposiciones Generales sobre la Patente

2. Inscripción de la Empresa

3. Recaudos que se deben presentar para inscribir el establecimiento en el Registro de Industria y Comercio.

4. Hecho Imponible

5. Base Imponible

6. Exenciones y Exoneraciones

7. Declaraciones

8. Retenciones

9. Cuerpo de Bomberos

10. Sanciones

11. Caso Práctico

1. Disposiciones Generales Sobre la Patente de Industria  y Comercio.
* Finalidad, establecer los requisitos y condiciones que deben cumplir las PN y PJ o entes de cualquier naturaleza, por el ejercicio de  actividades económicas comerciales, industriales,  de servicio y de índole similar, de manera permanente o eventual en la jurisdicción del Municipio Maracaibo.

* Deberán inscribirse y mantenerse actualizada en el Registro de 
Información Municipal (R.I.M.), llevado por la Administración Tributaria Municipal para el 
ejercicio de las actividades de su preferencia y pagar el impuesto previsto en la presente ordenanza.

Art. 1 y 2  Ordenanza Municipal

* Se requiere autorización de la Dirección de rentas 
Municipales.

* Se requiere obtener la licencia para poder realizar 
actividades lucrativas dentro del Municipio.

* La licencia se expedirá mediante un distintivo que 
deberá colocarse en el respectivo establecimiento, en un lugar o sitio visible, a los fines de la fiscalización, 
previo el pago de una tasa de 2 U.T.

* La Patente consistirá en una cantidad proporcional en base al movimiento económico del contribuyente, o en una cantidad fija como mínimo tributable anual  (2 U.T.)

Sujetos Pasivos del Impuesto: Toda persona natural o jurídica, asociación civil, fundación, consorcio, mancomunidad, sociedad irregular o de hecho o de cualquier forma de derecho público o privado que ejerza algunas de las actividades enunciadas en la presente ordenanza.

Sujetos Pasivos en calidad de responsables: Los accionistas, directores, gerentes, administradores, factores mercantiles, los distribuidores, agentes, representantes comisionistas, mandatarios, consignatarios, y las personas que ejerzan en nombre o por cuenta de otros, las actividades a que se refiere la presente ordenanza. Art. 7 y 8 de la Ordenanza

Contribuyentes Residentes:

Son aquellos  que tienen un establecimiento permanente o base fija en el municipio y que realizan algunas de las actividades de las establecidas en el artículo 3 de la presente ordenanza, por un período continuo superior a treinta (30) días.

Contribuyentes Eventuales:

Son aquellos  que realizan algunas de las actividades establecidas en el artículo 3 de la presente ordenanza, por un período continuo o discontinuo mayor a siete (7) días.

Art. 7 de la Ordenanza

* Se considera que una actividad es ejercida en el Municipio, cuando algunas de las causas que la originen, operaciones, o actos fundamentales que la 
determinen hayan ocurrido en o desde su jurisdicción.

* Cuando  una actividad es ejercida total o parcialmente en el Municipio Maracaibo.

* Si el contribuyente tiene su establecimiento permanente o base fija únicamente en este Municipio, toda su actividad económica será gravada en él, así posea vendedores, comisionistas o representantes que recorran otras jurisdicciones ofreciendo los bienes o servicios.   Art. 4 y 5 de la Ordenanza

* Si el contribuyente tiene establecimiento permanente o base fija ubicada  en el Municipio Maracaibo y otras Jurisdicciones del país, se imputará a cada establecimiento o base fija, el monto de las ventas o de los ingresos que correspondan a cada jurisdicción.

* Contribuyente sin establecimiento permanente o base fija, pero realiza directamente cualquier tipo de actividades en el Municipio, consistentes en la ejecución de obras o prestación de servicios, se considerará que toda esa actividad económica la realiza en el Municipio Maracaibo.
Art. 4 y 5 de la Ordenanza

2. Inscripción de la Empresa
Para poder inscribir una empresa en la Alcaldía del Municipio Autónomo Maracaibo, debemos llenar un formulario del Servicio Autónomo Municipal de Administración Tributaria (SAMAT), dirigido al despacho del Ciudadano Director de Rentas Municipales. 

Nota: Este formulario se adquiere en el SAMAT, ubicado en el C.C. MAELCA sector Valle Frío AV. 3F con Calle 81A a 1/ 2 
cuadra de la Panadería Lago Pan.

3. Recaudos que se deben presentar para  inscribir  el establecimiento en el Registro de  Industria y Comercio.

Adquirir una solicitud de Conformidad de Uso de Patente de Industria y Comercio.

Este formato se adquiere en la Oficina Municipal de 
Planificación Urbana (OMPU), ubicada en el mismo C.C. Al lado del SAMAT.

Procedimiento para obtener la Licencia

Se deberá solicitar y obtener previamente la respectiva licencia para el ejercicio de dichas actividades económicas, conforme al procedimiento previsto en la presente ordenanza.

La licencia deberá solicitarse por escrito en los formularios especiales que al efecto suministre la Administración Tributaria Municipal los cuales beberán contener los siguientes datos:

1. Nombre de la persona natural o jurídica, de la firma personal o de la razón social, bajo la cual funcionará el establecimiento o se ejercerá la actividad.

Art. 41,42 y 43 de la Ordenanza

2. La identificación, nacionalidad y dirección del propietario o representante legal y directores o  administradores del establecimiento.

3. El tipo de actividades que ejercerá el contribuyente, de acuerdo al Acta Constitutiva.

4. Monto del capital suscrito y pagado.

5. La distancia a que se encuentre el inmueble de expendidos de licores, clínicas, hospitales,  dispensarios, institutos educacionales, iglesia de cualquier culto y expendedores de combustible.

6. Cualquiera otra exigencia que la Administración Tributaria Municipal considere necesaria.

Documentos que deben presentarse con la solicitud

1. Copia del Registro Mercantil correspondiente al Acta Constitutiva Estatutaria y su última reforma si la 
hubiere.

2. Copia del Registro de Información Fiscal (R.I.F.) emanado del SENIAT.

3. Constancia del pago de la tasa administrativa a la que se refiere al artículo 39 de la presente ordenanza.

4. Copia del último recibo de electricidad cancelado a ENELVEN.

5. La conformidad de uso del inmueble donde funcionará el establecimiento debidamente expedida por la Oficina Municipal de Planificación Urbana (O.M.P.U.)
6. La constancia de cumplimiento de variables urbanas fundamentales expedida por la Oficina Municipal de Planificación Urbana (O.M.P.U.), si se tratare de una construcción nueva o de ampliación o modificación si se tratare de una construcción existente.

7. La constancia de inspección expedida por el Instituto Autónomo Cuerpo de Bomberos de Maracaibo.

8. Otras que sean de interés a juicio de la Administración Tributaria Municipal.

En caso de establecimientos que para su funcionamiento se requiera de permisos especiales expedidos por autoridades nacionales  o estadales, estos deben ser consignados en la oportunidad de la solicitud de la licencia.

REQUISITOS:

1. Original y copia de la carta motivo dirigida al director de OMPU

2. Copia del documento de propiedad o contrato de arrendamiento

3. Copia del plano de mensura o croquis de ubicación

4. Original y copia de la constancia del cuerpo de bomberos

5. Planilla de Rentas Municipal

6. Dos (02) Fotografías de la fachada del inmueble

7. Dos (02) copia del registro de comercio (Acta  Constitutiva - Estatutos)

8. Copia del recibo de ENELVEN

9. Formato de Aviso Comercial

10. Distribución Interna del Inmueble con sus 
respectivas 
medidas

4. Hecho Imponible
Es el ejercicio de las actividades lucrativas mencionadas en el artículo 1° de esta ordenanza y causará a favor del Municipio un tributo denominado Patente de Industria y Comercio, servicios y similares el cual se determinará por anualidades de conformidad con las normas previstas. 

5. Base Imponible
La base imponible que se tomará en cuenta para la determinación y liquidación del impuesto previsto en la presente ordenanza, serán los ingresos brutos originados por el ejercicio de las actividades  a que se refrieren los artículos 1 y 3 que se ejerzan o se consideren ejercidas en jurisdicción del Municipio Maracaibo.

Art. 10 de la Ordenanza

6. Exenciones

a) Los institutos y servicios autónomos nacionales, estadales y municipales

b) Las empresas y demás entes descentralizados de carácter municipal

c) Las mancomunidades en las cuales participe la municipalidad 

d) Las personas naturales o jurídicas que ejerzan actividades educativas, autorizadas por el Ministerio de Educación 

e) Las personas que ejerzan la actividad artesanal cuando esta se realice en su propia residencia o 
domicilio, sin el auxilio de empleados u obreros a su servicio 

Art. 100 de la Ordenanza

F) Las fundaciones o Asociaciones Civiles sin fines de lucro cuando sean promotoras de actividades culturales y deportivas

g) Los que realicen las actividades gravadas por la presente ordenanza por un lapso menor a Siete (7) días continuos

h) Las empresas que por primera vez se instalen para realizar actividades industriales, que hayan fijado su establecimiento permanente en jurisdicción del municipio, gozarán del beneficio de exención de este impuesto durante tres (3) años, contados a partir del inicio de sus actividades.

Art. 100 de la Ordenanza

7. Declaraciones

Las declaraciones definitivas de ingresos brutos trimestrales deberán presentarse de la siguiente manera:

Ingresos



 
Plazos
01/01 y 31/03



01/04 y 30/04

01/04 y 30/06



01/07 y 31/07

01/07 y 30/09



01/10 y 31/10

01/10 y 31/12



01/01 y 31/01

Art. 19 de la Ordenanza

En relación al ejercicio fiscal del año 2004, el contribuyente deberá realizar por una sola vez, entre el primero (01) y el treinta y uno (31) de Julio del 2004, una Declaración de Ingresos Brutos que abarque los dos (2) primeros trimestres del año, que incluye los ingresos brutos obtenidos entre el primero (01) de Enero y el treinta (30) de Junio del 2004, los cuales deberá pagar dentro del lapso establecido para presentar la declaración.

Si el contribuyente paga el impuesto dentro de los primeros quince (15) días continuos del mes de julio, gozará de una rebaja del Diez por ciento (10%) del impuesto declarado.

Los trimestres que se inicien a partir del mes de julio de 2004, se declararán y pagarán de acuerdo a lo previsto en el artículo 19 de la presente ordenanza y así sucesivamente.

Art. 128  y 129 de la Ordenanza

8. Retenciones

Serán agentes de retención del ISPICSS:

1. Las empresas del Estado que operen en Jurisdicción del 
Municipio

2. Los Institutos Autónomos y demás personas jurídicas de 
Derecho Público que operen en el Municipio

3. Las personas jurídicas de Derecho privado, prestatarias de servicios públicos nacionales, estadales o municipales, que operen en jurisdicción del municipio

4. Las demás personas jurídicas de Derecho Privado que, por resolución especial, determine el Alcalde.

No deberá efectuarse retención en los casos de pagos en especie, cuando se trate de actividades, operaciones o contribuyentes exentos o exonerados del impuesto previsto en la presente ordenanza.

Art. 65 y 66 de la Ordenanza

Monto a retener

Uno por Ciento (1%) del monto bruto del pago realizado, sin tener en consideración las deducciones que de dicho pago realice el deudor por concepto de tributos nacionales o estadales, garantía de fiel cumplimiento y retenciones laborales.

En caso de retención por el ejercicio de actividades económicas sujetas a una alícuota impositiva menor de un uno por ciento (1%)  el porcentaje de retención será de una décima por ciento ( 0.10% ).

Art. 64 de la Ordenanza

* Los agentes de retención deberán retener el 
impuesto correspondiente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 64 y entregar  al contribuyente un comprobante por cada retención efectuada. 

* En los meses de Enero, Abril, Julio y Octubre, entregarán a los contribuyentes objeto de retención, una relación del impuesto municipal de actividades económicas de industria,  comercio, servicios y de índole similar, retenidos en el trimestre inmediatamente anterior.

Art. 67 de la Ordenanza

* Los impuestos retenidos, deberán ser enterados a la Administración Tributaria Municipal, en las oficinas receptoras de fondos municipales, previa autorización otorgada para tal fin, por el órgano competente, dentro de los primeros quince (15) días del mes siguiente a aquel en que se efectúo el pago 
o abono en cuenta.

* Los agentes de retención deberán entregar, junto 
con el pago de las cantidades retenidas, un resumen donde conste el nombre del contribuyente 
objeto de la retención, las cantidades pagadas y el 
impuesto retenido.

Art. 68 de la Ordenanza

9. CUERPO DE BOMBEROS
El ejercicio de las actividades indicadas en el artículo 1° de la presente ordenanza, causará igualmente el pago de una Contribución Especial, con destino al sostenimiento del Cuerpo de Bomberos del Municipio Maracaibo, equivalente al Cinco por Ciento (5%) de la cantidad que corresponda pagar por concepto de Patente calculada de conformidad con las reglas indicadas en el presente capítulo.

10. Sanciones 

Están tipificadas en los artículos 118 al 125 de la ordenanza.

Art. 14 de la Ordenanza

11. Caso Práctico
Ventas de Artefactos y Muebles Exportación 

20.000.000


Venta de Inmueble Orlando USA



91.800.000


Arrendamiento Inmueble Orlando USA


27.540.000


Ventas de Artefactos y Muebles en el país

51.000.000


Ingresos por ventas de Inmuebles


41.000.000


Ingresos por Arrendamientos de Inmuebles 

12.600.000


Ingresos por venta de maquinarias


10.000.000


Ganancia en venta de Activo



12.600.000


Ingresos por intereses 




35.000.000

Ingresos por Dividendos




25.000.000

El impuesto sobre actividades económicas de industrias, comercio, servicios, o de índole similar

El hecho imponible y la base.

En este sentido la SCSJ, en SPA, de fecha 20 de abril de 1970 –en ROMERO-MUCI, t.II, pág. 128-, ha declarado que el impuesto –denominado por la Constitución de 1961 como patente de industria y comercio- no grava las ventas, ni los ingresos brutos –sensu strictu objeto-fin del tributo-, ni el capital –como sucedía, en efecto, con el Municipio San Cristobal del Estado Táchira-, sino el ejercicio de una actividad lucrativa en jurisdicción o en el término municipal.
* Por consiguiente, la señalada Sentencia ha 
concluido que las ventas, ingresos brutos, capital u operaciones -para armonizar el tributo debe haber 
solo un criterio para cuantificarlo en las 
ordenanzas fiscales- son otros tantos índice de la 
capacidad económica de los obligados tributarios, conceptos utilizados por el legislador local para la cuantificación de la base imponible y la 
modulación del impuesto.

* Por su parte, la SCSJ, en SPA, de fecha 20 de marzo de 1986 –en ROMERO-MUCI, t.II, pág. 295-, ha asentado: “Lo importante a los fines de la imposición de la patente de industria y comercio, 
más que el destino de la mercancía es la ubicación 
del contribuyente en o desde la cual se ejerce esa actividad lucrativa”
* Además, la citada Sentencia ha reiterado el 
criterio expresado en la SCSJ, en SPA, de fecha 
17 de mayo de 1978, por medio del cual ha declarado que: “(...) el  hecho generador del impuesto municipal que grava la  actividad comercial es el ejercicio de esa actividad lucrativa no sólo en, sino desde la localidad donde rija  la Ordenanza que lo establece”.

* Otros aspectos destacados y debatidos principalmente por la doctrina y, en menor  medida, por la jurisprudencia sobre el IAEICSIS.

a. Inconstitucionalidad de la creación de un impuesto de patente sobre un tercer orden de actividades excluidas de la noción de industria y comercio (servicios o  de índole similar) –actualmente no hay lugar a esa discusión, vid. ordinal 2 del artículo 179 de la CRBV: IAEICSIS-.

b. El carácter territorial del impuesto.

El ejercicio de la actividad lucrativa no sólo en la jurisdicción municipal, sino desde la localidad donde rige la Ordenanza fiscal que lo dispone; de igual forma, el caso del  contribuyente transeúnte y la gravabilidad o no de las actividades realizadas en el Lago de Maracaibo –en nuestro juicio, debe aplicarse para esclarecer esta última cuestión, entre otros aspecto, el  artículo 11 del COT-.

Vid. artículo 11 del COT.

c. La existencia de un establecimiento permanente
d. La habitualidad como requisito del impuesto –en otros países solo basta el mero ejercicio; en tal sentido, vid. artículo 79 de la Ley de Haciendas Locales de España (Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas locales).
e. La temporalidad del impuesto –es de carácter anual-.

f. Actividades excluidas de la configuración del hecho imponible, entre otros aspectos, caso: actividades que involucran el ejercicio de profesiones liberales –en puridad, éstas actúan como una exención, hoy en día ello no se discute, salvo mejor estudio, en ningún país, sólo en Venezuela. Al respecto, vid. artículo 79 de la Ley de Haciendas Locales de España –Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas locales-.

g. Inseguridad jurídica generada por la falta de precisión en el concepto de ingreso bruto. 

h. La doble imposición económica en la aplicación del IVA y el IAEICSIS.

i. La inclusión de los impuesto municipales o locales en el ámbito de aplicación de los tratados para evitar la doble tributación en materia de impuesto sobre la renta.
Sobre el particular EVANS MÁRQUEZ (2000:183) ha señalado: “A pesar de que el objeto del impuesto (...) –IAEICSIS- es el gravamen sobre la realización de actividades industriales o comerciales, la medida del impuesto es, en la mayoría de los casos, las ventas o los ingresos brutos del contribuyente. En este caso –según el entender del autor-, el hecho y la base imponible del impuesto coinciden con la base imponible del impuesto –vale decir, del IAEICSIS-”.
Impuestos sobre Inmuebles Urbanos

Impuesto sobre inmuebles urbanos.
Es el tributo local por excelencia y el de mayor rendimiento o producto.

El hecho imponible se halla constituido para EVANS MÁRQUEZ (2000:196), en términos generales, por la condición jurídica de propietario o poseedor del dominio útil de una casa, edificio o terreno sin construir, vale decir, la situación jurídica de propietario o de titular de un derecho real que permita el disfrute de la renta –o mejor que posibilite su disfrute o goce y no la renta-: usufructuario, enfiteuta, poseedor a título de dueño, entre otros, de un inmueble urbano –o ubicado en el área urbana del municipio-. 
Por consiguiente, la circunstancia generadora o el presupuesto de la obligación tributaria es el hecho de tener la disposición económica del inmueble como propietario o haciendo sus veces.
La base imponible, generalmente, es el valor de la propiedad y su determinación le corresponde a la Administración tributaria municipal, particularmente, en los principales municipios del país a la Oficina o Unidad de Catastro, donde ha de llevarse un registro de los inmuebles con su valor actualizado –salvo, mejor estudio, el Municipio Chacao es quien lo lleva más actualizado-. 
Impuestos sobre Vehículos

El tributo tiene como hecho imponible o generador la propiedad de vehículos destinados al uso o transporte habitual de personas o cosas en el término o jurisdicción local.

La base imponible puede consistir, entre otros criterios –de ahí la necesidad de armonizar su base- en una cantidad fija, cuyo quantum va a depender de la clase y subclase en la que esté incluido el vehículo en la Ordenanza fiscal respectiva, vale decir, va a depender del monto fijo determinado en dicha Ordenanza a cada tipo de vehículo, el cual se podría precisar también, con base a su uso, carga o peso. 
Impuestos sobre Espectáculos Públicos

Sobre el hecho imponible de este tributo EVANS MÁRQUEZ (2000: 222-223) ha señalado que éste consiste en la realización de un espectáculo público en el término o jurisdicción local. Además, es pertinente tomar en cuenta que el impuesto no recae sobre el empresario sino que debe ser sufragado por los asistentes al evento. De ahí que los empresarios están por su parte sujetos al IAEICSIS sobre los ingresos brutos que generen dicha actividad.
En consecuencia, el señalado autor ha expresado que así como el gravamen sobre juegos y apuestas lícitas se aplica sobre lo apostado y jugado y no sobre la actividad desplegada por el organizador de la apuesta, este tributo se configura por la realización y asistencia del público a un evento público.

Finalmente, EVANS MÁRQUEZ ha afirmado que partiendo de hecho de que el gravamen se dirige fundamentalmente a la realización de espectáculos públicos que se presente mediante una retribución o contraprestación, su base imponible debe ser, lógicamente, el valor del boleto o billete, entrada o cualquier otro medio de evidenciar un valor monetario para la asistencia  a un espectáculo público.
Impuesto sobre juegos y apuestas lícitas
EL hecho imponible se halla constituido por el juego o la puesta lícita que se pacte en jurisdicción de cada Municipio –vid. ordinal 1 del artículo 113 de la LORM-.

Para EVANS MÁRQUEZ (2000: 204-205) la base imponible del impuesto es el monto de lo apostado, lo cual hace de este impuesto una típica exacción proporcional –cfr.. artículos 64 y 65 de la LISR-, dado que se ha establecido de acuerdo con un porcentaje sobre el valor de lo apostado. Por tanto, su monto se causa –o se devenga- y se hace exigible en el momento de adquirir el billete respectivo o de formular la apuesta –vid. ordinal 1 del artículo 113 de la LORM-.
Vid. el párrafo primero del artículo 180 de la CRBV –principio de autonomía y distinción de las potestades tributarias municipales frente a las potestades reguladoras del Poder nacional y estatal- y el ordinal 32 del artículo 156 de la CRBV –competencia del Poder nacional para legislar sobre loterías, hipódromos y apuestas en general-[1].

[1] En este orden de ideas es conveniente destacar que el Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, en la Sentencia núm. 1153, de 10 de octubre de 2000, no aludió al sentido y al alcance del párrafo primero del artículo 180 CRBV, omitiendo totalmente la consideración de la indicada disposición. En dicha Sentencia se declaró con lugar el recurso de nulidad por  inconstitucionalidad de la Ordenanza sobre Apuestas Lícitas del Municipio Cagigal del Estado Sucre, dado que, a juicio de la Sala, el Concejo Municipal invadió el ámbito de competencia del Poder legislativo nacional, contraviniendo lo dispuesto en apartado 32 del artículo 156 CRBV, e incurriendo con ello en una evidente usurpación de funciones, lo que ha implicado la nulidad absoluta de la indicada Ordenanza. Dos objeciones, se le pueden realizar al criterio expresado en la Sentencia; en primer lugar, la omisión en sus fundamentos para decidir del indicado párrafo primero del artículo 180 CRBV, puesto que si la potestad tributaria de los municipios es distinta y autónoma de las potestades reguladoras que la Ley Fundamental o las leyes atribuyen al Poder nacional, no se entiende como el Alto Tribunal de la República se ha basado en el apartado 32 del artículo 156 CRBV el cual otorga potestades reguladoras a dicho Poder en materia de loterías y apuestas en general, pasando por alto lo dispuesto en el referido párrafo primero del artículo 180 CRBV, sobre todo cuando la Constitución vigente ha previsto expresamente en el apartado 2 del artículo 179 a los juegos y apuestas lícitas como ingreso de naturaleza impositiva de los municipios.
En segundo lugar, si bien es cierto que compartimos el criterio que en virtud de la competencia del Poder nacional para dictar la legislación que coordine, armonice y limite las potestades tributarias, aún continúa vigente el artículo 113 LORM (precepto que prohíbe a los municipios dictar normas sobre la creación y funcionamiento de loterías y apuestas en general), por no contradecir la normativa de la Ley fundamental de 1999, no es menos cierto que disentimos que la aludida Ordenanza fiscal se haya anulado no sólo por regular la creación y funcionamiento de tales entes, argumento que pensamos que sí es correcto dada la competencia del Poder nacional, sino también porque en ella se regularon determinados elementos esenciales del tributo, como en efecto lo constituyen los sujetos pasivos, y otros aspectos como los deberes de los obligados tributarios, con lo cual la Sala revela que no tiene ninguna claridad en cuanto a qué debe entender por normas sobre creación y funcionamiento de loterías y apuestas. Sentencia consultada en web: www.tsj.gov.ve. 
impuesto sobre propaganda y publicidad comercial
En este sentido EVANS MÁRQUEZ (2000: 216-217) ha afirmado que su hecho imponible es la actividad publicitaria, es decir, aquella dirigida a la comunicación de un mensaje destinado a informar al público sobre la existencia de productos o servicios, divulgando por un medio pagado o emitido con fines comerciales. De ahí que generalmente, es objeto del gravamen la publicidad comercial que sea instalada, transmitida, exhibida o distribuida en el Municipio.

En cuanto a la base imponible, el citado autor ha sostenido que ésta es muy diversa, dado que las ordenanzas fiscales seleccionan diferentes magnitudes o parámetros de medición, entre los que podemos destacar: unidades, metros cuadrados o fracción de éstos, tiempo de ejecución y periodicidad. Estos indicadores se hallan cada uno relacionado con el medio publicitario por donde se emita el mensaje -por tanto, de ello surge la necesidad de armonizar su base-. 
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